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INTRODUCCION 

Ha sido mi prop6sito, al realizar este trabajo tratar de exponer en '51 

uno rMs de los interesantes aspectos de la Ciencia Juddica corro es la figura del 

Ministerio Pl1blico, para esto, en principio se hizo un anlilisis de la evolución 

histórica de dicha Institución. 

Así en los antecedentes, encontr.woos en nuestro estudio que surgió en 

las Culturas Griega y Remana, mt1s adelante veroos que en Francia fue en donde se 

implantó definitivillOC'nte la Institución del Ministerio Público. 

Por lo tanto para aOOrdar el tema del Ministerio Público en México fui! 

necesario partir en sus antecedentes históricos, cuándo aparece, en dónde y c6m 

es que lleg6 esta figura tan relevante a aparecer en nuestro Derecho Mexicano, con 

los aztecas, en la ~poca colonial, en el México independiente, en la Constitución 

de 1917 y hasta nuestros día.s así es que ccxno observmnos evoluciona esta figura 

jurídica en nuestras distintas codificaciones. 

Siguiendo con nuestro estudio ;:malizmoos cuestiones que nos permitieron 

conocer coroo es el Ministerio Pl'.iblico considerado por la teoría, en ese orden de 

ideas 1 estudiruoos el concepto de Ministerio Público, su naturaleza jurídica, sus 

caracterbticas así caro su organización y funcionamiento en donde también se 

vi6 la función persecutoria que tiene dentro del proceso penal. 

Tmnbién fue materia de nuestro estudio las funciones que tiene el 

Ministerio Público dentro del Proceso Civil principalmente en el Derecho Familiar 

que es en donde mayor participaci6n tiene 1 ya que éste act6a COOll representante 

de los nenores, ausentes 1 desválidos 1 etc., dándoles a éstos la asesada o el 

apoyo que requieren para defender sus intereses y derechos ya que com::> vinos en este 

trabajo dicha participación es de suna importancia 1 pero desde mi particular punto 

de vista corro todas las cosas tiene sus pequeñas deficiencias y la Institución del 



Ministerio Público no es la excepción) es por eso que creo que se debe dar la 

importancia que t!sta requiere proponiendo en este estudio las posibles soluciones 

que se deben tomar en cuenta para que su intervcnci6n sea la adecuada dentro del 

proceso civil y familiar. 

Este tema caoo todo problema jurídico, ofreció diversos inconvenientes, 

que aUI?J?ntados por la carencia de suficiente madurez jurídica padecida por los que, 

caro yo apenas vislumbrllJOOs el amplio campo del derecho originaron a la postre, que 

esta labor ardua y a la vez incompleta, más sirva de atenuante a esas deficiencias 

el esfuerzo y voluntad que en l'Sl he desplegado. 



CAPlnn.c> l'RIHll\O 

~ lllSIORIOOS DEL KlNlSTIRIO l'OIILI<ll 

El interés por la Institución del Ministerio PLlblico, tanto en nuestro 

país coroo en aquéllos innwierables que la han adoptado, y por cierto a nivel de los 

ordenamientos jur!dicos mis fundamentales, han sido y seguirán siendo permanentes. 

Las funciones que se le atribuyen al Ministerio Público, trascienden lll1 orden 

treramente jurídico, hasta convertirlo en instnunento de apoyo del orden político 

nacional. 

No debe extrañar, por lo tanto que en vez de desmayar los estudios 

referentes al Ministerio Ptlblico, convirtiéndola as! en una institución acabada, 

com:::> pudiera pensarse, renueve constantem?nte intranquilidades, reflexiones y 

observaciones, las cuales se traducen por supuesto en estudios, sugerencias, 

cuestionamientos y prop6sitos de reestructuración. 

Un mejor conocimiento de los ad.genes del Ministerio Público, sus 

divergencias o convergencias en los distintos países que la establecen, nos 

llevarían for:rosmnente a conclusiones tillY útiles y aprovechables, no sólo en el 

orden teórico o doctrinario sino iguahrente en la práctica de la vida jurídica y 

política del pa!s puesto que es- una institución que con gran frecuencia está 

presente en las vivencias y usos cotidianos de los ccxnponentes de nuestra sociedad 

contemporánea. 

La institución del Ministerio Pl'.iblico (1), ha sido una conquista del 

(1) Col!n Sánchez Guillenno. Derecho Mexicano de Procedimientos Penales. Editorial 

Porrúa, S.A., Segunda F.dici6n, Mexico 1970, Págs. 87 y 88. 
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Derecho tbderno, sus orígenes continúan siendo objeto de especulaci6n y su 

naturaleza y funciones alln provocan constantes y enconadas discusiones. 

Entre los estudios de la materia algunos pretenden encontrar sus 

antecedentes en la organizaci6n jurídica de Grecia y Roma, otros le otorgan al 

Derecho Francés la paternidad de la institución. 

a) GREx::IA.- De acuerdo a lo anteriormente anotado se pretende encontrar 

el antecedente más renoto del Ministerio Público en las instituciones del Derecho 

GC'iego especialm:mte en el ARCONTE, Magistrado que en representación del ofendido y 

de sus familiares o por incapacidad o negligencia de éstos, intervenía en los 

juicios, sin embargo tales atribuciones son dudosas y al.lllque se ha insistido que 

entre los ATENIENSES la pc?rsccuci6n de los delitos era una facultad otorgada a las 

víctimas y a sus familiares, los datos que obran al respecto no son suficientes para 

emitir un juicio preciso. 

A pesar del alto grado de desenvolvimiento jurídico a que llegaron los 

griegos, la institución del Ministerio Pu"blico era desconocida para estos pueblos. 

quizá porque caoo ya se indicó anteriorm?nte la persecución de los delitos estaba 

a cargo de la ·íctima y de sus familiares. 

b) RCMA.- Se dice también que en los funcionarios llamados JUDICES 

cµESTIONF.S, de las doce tablas existía una actividad semejante a la del Ministerio 

Pu"blico, debido a que estos funcionarios tenran facultades para canprobar los 

hechos delictuosos, pero esta apreciación del todo exacta, porque 

atribuciones caractedsticas eran netau:ente jurisdiccionales. 

El procurador del ~sor del que habla el Digesto en el Libro PrinEro,. 

Título Décim::moveno, se ha considerado caoo antecedente de la Instituci6n debido a 

que dicho procurador representación del César tenfa facultades para intervenir 

en las causas fiscales, y cuidar del orden en las colonias, adoptando para ello 
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diversas lll:!didas cano la expulsi6n de los alborotadores y de la vigilancia sobre 

~stos para que no regresaran al lugar de donde habían sido expulsados. 

En las postrimerías del Imperio Remano, se instituyeron funcionarios 

cuya actividad estaba relacionada con la justicia penal (Curiosi, Stationari, o 

Irenarcas), pero éstos eran autoridades dependientes del pretor y sus funciones 

estaban circtmscritas al ll5pecto policiaco. 

e) ITALIA MEDIEVAL.- Tampoco es posible identificar el Ministerio 

Píiblico con los SINDICI o MINISTRALES, funcionarios instituidos en Italia durante la 

F.dad Media, por ser más bien colaboradores de los órganos jurisdiccionales en la 

presentaci6n oficial de las denuncins sobre los delitos, quienes no tenían 

propiamente el carácter de praootorcs fiscales, sino más bien representaban el 

papel de denunciantes. 

Los principales antecedentes hist6ricos del Ministerio Público los 

encontramos en: 

A) ffiANClA 

Hay quienes consideran al Ministerio Píiblico (2) caoo una Instituci6n 

de orígen fr.nncés y fundamentan su afinnaci6n en la ordenanza del 23 de marzo de 

1302, en la que se instituyeron las atribuciones del antiguo Procurador y Abogado del 

Rey ccm:> una magistratura encargada de los ne&>OCios judiciales de la Corona. ya que 

con anterioridad únicam:mte actuaba en fomla particular en lo concerniente a los 

negocios del roonarca. 

(2) Franco Villa José. El Ministerio Público Federal. Editorial Porrúa. Mt1x:ico, 

D.F. 1985. 



Debido a que en esa ~poca la acusaci6n por parte del ofendido o de 

familiares decayó en forma notable, surgió un procedimiento de oficio o por 

pesquisa que di6 margen al establecimiento del Ministerio P\'.iblico, aunque con 

funciones limitada~, siendo la principal la de perseguir los delitos, haciendo 

efectivas las nultas y las confiscaciones decretadas como consecuencia de una pena. 

El periodo de la acusación estatal, tuvo su or!gen en las 

transformaciones de orden político y social introducidas en Francia al triunfo de la 

Revoluci6n de 1793 y se fundaron en una nueva conccpc:i6n jurídico filosófica. Las 

leyes expedidas por la Asamblea Constituyente fueron sin duda alguna, el antecedente 

inmediato del Ministerio Público. En la rronarqufa, las Jurisdicciones fornviban 

parte integrante de los funcionarios al servicio del soberano que impartía la 

justicia por derecho divino y era cxclusivrunente al Rey a quien correspondía el 

ejercicio de la acción penal. La corona regulaba las actividades sociales, aplicaba 

las leyes y persegu!a a los delincuentes. Como en la época feudal, el Monarca tuvo 

el derecho de vida y muerte sobre sus súbditos y nadie debfa turbar la paz del Rey, 

sin hacerse acreedor a graves castigos, Si es verdad que el Ministerio PGblico 

nació en Francia, no fue el que conocieron y perfeccionaron en la Segunda 

República, lar ilustres figuras de León Gambetla y Julio SimSn. Los Procuradores 

del Rey fueron producto de la ironarqu!a francesa del Siglo XIV y se crearon para la 

defensa de los intereses del Príncipe. Hubo dos funcionarios: El Procurador del Rey 

que se encargaba de los actos del procedimiento y el Abogado del Rey, obraban de 

conformidad con las instrucciones que recib[an del Soberano, y no podfo ser de otra 

manera, si recordruoos la frase de Luis XIV que resumía en su persona todas las 

funciones del Estado. No se trata de una magistratura independiente, porque entonces 

no se elaboraba aún la tercia de la división de los poderes. 

La Revoluci6n Francesa, (3) al transformar las instituciones 

(3) CFR. González Bustamante Juan José. Principios de Derecho Procesal Penal 



a Comisarios encargados de promover la acción penal y de ejercitar las penas y a los 

acusadores públicos que debían sostener la acusación en el juicio. Sin embargo, la 

tradición pesa aún en el ánimo del pueblo y en la Ley del 22 Brunario, Ai'lo Vlll, 

se recstablece el Procurador General que conserva en las leyes napoleónicas de 1808 

1810, y por ley del 20 de abril de 1810, el Ministerio 1\1.blico queda 

definitivamente organizado como institución jerárquica, dependiente del Poder 

Ejecutivo. Las funciones que se le asignaran en el Derecho Francés fueron de 

requerimiento y de acci6n. Carecía de las fl.D'lciones instructoras reservadas a las 

Jurisdicciones, pero esto no significa que se le desconociera cierto margen de 

libertad para satisfacer determinadas e."::ieencias legales que le fueron indispensables 

para el cumplimiento de su cometido. 

Al pdncipio, el Ministerio Público franct!s estaba dividido en dos 

secciones, una para los negocios civiles y otra para los negocios penales, que 

correspondían según las disposiciones de la Asamblea Constituyente, el Ccmisario de 

Gobierno o el acusador público. En el nuevo sistema, se fusionaron las dos secciones 

y se estableció que ninguna Jurisdicción estada completan sin la concurrencia del 

Ministerio Público. Se dice que el Ministerio Público nació en la época de la 

monarquía y se toma como punto de partida de la roodemn institución, la célebre 

ordenanza de Luis XIV de 1670, ya que se ha indicado que son las leyes 

revolucionarias las que le dieron origen, al transformar las instituciones poHtica-

sociales en Francia, y durante la dominaci6n napole6nica 1 las leyes de 1808 y 

monárquicas, encomienda las funciones reservadas al Procurador y al Abogado del Rey, 

1810. En la Primera República, en rred.io d.el torbellino de pasiones, la instituci6n 

al Poder Ejecutivo. 

El Ministerio Público francés (4) tuvo a· su cargo ejercitar la · 

(4) Op. cit. piíg. 53. 
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acción penal, perseguir, en nombre del Estado, ante la jurisdicci6n penal, a los 

representantes de lDl delito, intervenir en el período de ejecución de sentencia y 

representar a los crímenes intervino de manera preferente sobre todo cuanto estimaba 

que se afectaban los intereses públicos¡ en los delitos y en las contravenciones, 

sólo actuaba de manera subsidiaria. Se distinguen con claridad las funciones 

encooedadas al Ministerio Público y a la Polic!a Judicial. Según el Artículo Bo. 

del Código de Instrucci6n Criminal, la Policía Judicial investisa los crímenes, 

los delitos y las contravenciones, reúne las pruebas y entrega a los autores de los 

delitos a los tribunales encargados de castigarlos. En el C6digo del J Brunarío, se 

expresa que la Policía Judicial se ha institu!do, para mantener el orden público, 

le libertad, la propiedad y la seguridad individual. Al principio, las funciones de 

Policía Judicial se encC1m:?ndaban a los jueces de paz y a los oficiales de la 

gendanner!a: pero desp~s en el Artículo 21 del C6digo del 3 Brumaría, Mo IV, 

extendi6 esta funci6n a los guardias campestres y forestales, a los alcaldes de los 

pueblos y a sus auxiliares, a los cani.sarios de ln policía, a los Procuradores del 

Rey y a sus substitutos, en el último t~rm.ino, porque en la investigaci6n de los 

delitos, el supremo funcionario jerárquico, lo es el Juez de Instrucción, los 

Ccxnisarios de :Jl!cia o en su defecto, los Alcaldes o sus Auxiliares, intervenían 

en la investigación de las contravenciones y a poner a los responsables, sin derora, 

a disposici6n de los tribunales encargados de juzgarlos¡ en casos de delitos 

flagrantes, desahogaban las diligencias más urgentes y buscaban las pruebas que 

demostraran la existencia de los delitos; los canisarios de policía, los alcaldes y 

sus auxiliares, s6lo intervenían en las contravenciones de policía, mediante 

procesos verba.les que ~ran enviados después al oficial encargado de continuar la 

averiguación. 

Los llamados procesos verbales constituyeron el período procesal, 



sirvieron al Ministerio Público para instruirse sobre el ejercicio o no ejercicio de 

la acción penal, pero las diligencias practicadas en este período, tienen distinto 

valor proba.torio, pues en tanto que las diligencias practicadas por a¡;entes 

inferiores de la polida judicial, sin el control y vigilancia del Ministerio 

Público, son únicam:mte una informaci6n de los hechos 1 las encomendadas a los 

substitutos del Procurador o sus auxiliares, tienen fuerzas probatoria plena. 

Los guardas campí!stres y forestales, com¡irendidos también entre los 

funcionarios de la policía judicial se limitaban a ccxnprobar la existencia de 

contravenciones y delitos que se refieren a la materia rural y forestal, pero estaban 

facultados para capturar a los responsables sorprendidos en flagrante delito y 

consignados ante el Alcalde o Juez de Paz. f.n cuanto a los substitutos del Procurador 

o sus auxiliares, si bien es cierto que formaban parte de la policfo judicial y 

gozaban de libertad para investii;er los cdroones y los delitos, a diferencia de los 

oficiales de policía judicial que tenían la misi6n de investigar y no de 

perseguir, lo hadan de oficio, recibiendo las denuncias y las querellas, 

transmitían las piezas de convicci6n al Juez y rendían cuentas de sus actos al 

Procurador General.- Fonnaban parte integrante de las cámaras de acusación 

(parquets). 

En el desarrollo de las funciones de polida judicial, la vigilancia y 

control de la averibUD.ci6n qucd6 en manos del Procurador General de la Corte de 

Apelaci6n. Ello explica por qué en Francia, el ofendido por un delito que no logra 

que el Ministerio N.blico ejecutara la acci6n penal, demandaba la intervenci6n de 

las Jurisdicciones de Segunda Instancia por IIl?dio del recurso de revisión, porque 

las Jurisdicciones tambi6n formaban parte de la polic!a judicial, lo que no sucede 

en México. En las contravenciones, no es indispensable G,Ue concurra el Ministerio 

Público con el ofendido, pero en todo caso, éste tiene el derecho de vigilar que el 

proceso sisa su marcha normal. 



La legislación francesa (5) ha establecido lUla incanpatibilidad absoluta 

entre las funciones de acción penal y las funciones de policía judicial que 

canprenden la investigaci6n previa. Solo interviene el Procurador del Rey en el 

desarrollo de los procesos verbales de una manera excepcional, cuando se trata de 

crímenes flagrantes, con el fin de evitar que se destruyan las pruebas, y su 

intervenci6n se reduce a la práctica de las diligencias más imlispensables para 

canprobar el cuerpo del delito y tomnr declaraciones de los test~gos presenciales, 

debiendo dar iriroodiato aviso al Juez de Instrucci6n en turno. Trat6 el legislador 

de evitar que el Ministerio Público invadiese las funciones enccmendadas a la 

Jurisdicción. 5610 al Procurador del Rey y a sus stí.bditos se les confiere 

personalmente estas atribuciones. Los demás funcionarios del Ministerio Público, 

Cc:m:J el Fiscal General y los Abogados Fiscales y substitutos, no pueden desempci'iar 

funciones de ¡x>lida judicial, sino de control y vigilancia en las actuaciones que 

se practiquen. La investigaci6n de los delitos, se ejercen bajo la autoridad de los 

Tribunales, pe°ro siempre bajo la vigilancia del Procurador. 

(5) M. Ortolán. Elements. de Detroit Penal. Cinqcuatierrc F.dition Par!s. Libraire 

Plan. 1886. Citado por Franco Villa Jos~. El Ministerio Público Federal. 



La institución no permaneció estática (6), sino por el contrario ha 

sido objeto de una constante evolución en el Derecho Francés , sin embargo se 

tratará de describir brevemente la organiznci6n y funciones de la institución de 

acuerdo con la reforma esencial de 1958, que di6 lugar a la expedición del nuevo 

Código de Procedimientos Penales y de los diversos ordenamientos relativos a la 

organización judicial del 22 de diciembre de 1958 que entraron en vigor en marzo de 

1959. 

En la actualidad. (7) la organización del Ministerio Público está 

presidida por el Ministerio de Justicia (guardasellos) que ejerce su autoridad a 

través del Procurador General ante la Corte de Casación, el que actúa coro Jefe 

del Parquet, y tambil!n por conducto da los Procuradores Generales ante los 

Tribl.Dlalcs de Apelación¡ as( ccm:> los Procuradores de la República, que son los 

que actúan ante los Tribunales de Instancia y de grande Instancia; y todos son 

auxiliados por un cuerpo de Abogados asesores. 

En cuanto a las funciones, se agrupaban en dos categorías esenciales, de 

acuerdo con las cuales los miembros del Ministerio Público, segiín se expresó, 

actuán al mismo tiempo como Magistrados Judiciales y como Funcionarios 

(6) Henry J. Abraha. The Judicial Process. 3a. Edición. New York. London, Toronto. 

1977. págs. 254-269. Citado por Franco Villa José. El Ministerio PGblico 

Federal. &:litorial Porrúa. México, D.F., 1985. 

(7) Michele Laure Rassat. le Ministerc Public entre son passe et son avenir. Pads 

1967. págs. 31-39. Citado por Franco Villa José. El Ministerio Público 

Federal. Editorial Porrúa. ~ico, D.F., 1985. 
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Achninistrativos. En el primer sentido obran ccxno parte principal o accesoria en 

materia civil 1 cuando se requiere la tutela de ciertos intereses jurídicos, cocoo los 

pertenecientes a nenores, incapacitados y ciertos aspectos de los derechos familiares 

y del estado civil; y lo que es más importante corro parte acusadora en el proceso 

penal, y además colaboran con el juez de instrucción en la investigación de los 

delitos y sólo cuando un delito flagrante puedl! actuar en forma autónoma. 

En su actividad (8) caro Funcionarios Administrativos, el Ministerio 

Público representa los intereses del Gobierno ante los Tribunales y tambi6n 

proporciona asesoría cuando se considera que existe interlis público. 

De lo anterior, se desprende que el Ministerio Público efectúa en 

Francia dos funciones esenciales, que en el fondo son contradictorias, por una parte 

es un órgano proyecto de la Ley, a través de su actividad procesal, que inclusive 

lo autoriza para interponer el recurso de casaci6n en interés de la ley y en 

segundo lugar, es autoridad administrativa, cuando el propio organisno tiene la 

representación del Gobierno ante los Tribunales, y as{ mientras en el prlloor 

supuesto se le considera vinculado s6lo a la ley, como ocurre respecto del juzgador, 

en el segundo supuesto depende jerárquicamente de la acbninistraci6n. 

ha pretendido conciliar estas dos atribuciones y situaciones opuestas; 

(9) si se toma en cuenta que por una parte los integrantes del Ministerio Público, 

que en teoda forman parte de un organism:> unitario e indivisible, están 

(8) Fix Zamudio Héctor. Funci6n Constitucional del Ministerio Público, publicado 

en el Anuario Jurídico, Ai'lo V, 1978, Universidad Nacional Aut6noma de México. 

pág. 155. 

(9) Michele- Laure Rassnt. Op. Cit. pág. 107. Citado por Franco Villa Josá. El 

Ministerio Pllblico Federal. F.ditorial Porrúa. ~ico, D.F., 1985. 
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obligados a obedecer en todos sus aspectos las instrucciones que por escrito reciben 

del Ministerio de Justicia a través del Procurador General ante la Corte de 

Casación, pues de lo contrario se exponen a sanciones disciplinarias, inclusive 

cuanto acttúm coroo Funcionarios Judiciales, es decir, c0010 Magistrados¡ pero en esta 

última direcci6n, en el Art!c:ulo So. de la ordenanza del 23 de diciembre de 1958, 

recogiendo una costllllbre forense, dispone que los integrantes del Ministerio Público 

están sujetos a la Dirección y Control de los Jefes Jerárquicos encabezados por el 

Ministro de Justicia, pero que en la audiencia es libre, o sea cuando intervienen 

ccm::i parte principal o accesoria en los procesos judiciales, sus alegatos orales no 

están vinculados a las instrucciones jerárquicas. 

As! cano a Francia le correspondió la implantación decisiva del 

Ministerio Ptlblico, ya que dicha institución con el tiempo se extendió luego a 

Alemania y asr sucesivamente a casi todos los países civilizados del n:undo. 

De lo anterior podem:>s concluir, que el precursor directo irrnediato del 

Ministerio Pl1blico surge de las transfonnaciones de orden político y social 

introducidas en Francia en 1793 y uno de los principales cmnbios sufridos por las 

instituciones monárquicas fue la sustitución del Procurador y del Abogado del Rey 

por Ccmisarios encargados de praoover la acci6n penal y de ejecutar las penas, y por 

acusadores públicos cuya función era sostener la acusnci6n en el juicio. 

B) F.SPANA 

Jorge Gardui'l.o Ganrendia en su libro nos dice que: "Los lineamientos 

generales del Ministerio Público franc~s (10), fueron tomados por el Derecho 

(10) Garduño Garmendia Jorge. El Ministerio Público en la Investigaci6n de los 

delitos. F.ditorial Lim.lsa. 1988. México, D.F. 
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Espai\ol IOOderno; el c¡ue ya desde la época del "Fuero Juzgo" había establecido una 

magistratura especial con facultades para actuar ante los Tribunales cuando no 

hubiera un interesado que acusara al delincuente, pero este funcionario era más bien 

un mandatario particular del Rey en cuya actuaci6n representaba al monarca. 

En la nov[sima recopilaci6n, Libro V, t{tulo XVII, se reglamentaron 

las funciones del Ministerio Fiscal, en las Ordenanzas de Medina en 1489 se menciona 

a los Fiscales¡ y posteriormente, durante el reinado de Felipe II, se establecen dos 

Fiscales: uno para actuar en los juicios civiles y otro en los criminales. 

En un principio, los Fiscales se encargaban de perse&'Uir a quienes 

cometían infracciones relacionadas con el pago de la contribución fiscal, nultas, o 

toda pena de confiscaci6n; mlis tarde fueron facultados para defender la 

Jurisdicci6n y el patriloonio de la Hacienda Real. 

Posterioarontc el Procurador Fiscal form5 parte de la "Real Audiencia11 , 

interviniendo fundaa?ntalnente a favor de lns causas públicas y en aquellos negocios 

en los que ten{a ínter~s la Corona, proteg{a a los indios para obtener justicia, 

tanto en lo civil ccm:> en lo criminal; defendfo la Jurisdicción y el patrlloonio de 

la Hacienda Peal y t.ambi~n integraba el Tribunal de la lnc¡uisici6n. 

t..Il este Tribunal fib,'Ur6 con el ncxnbre de Procurador Fiscal llevando la 

voz acusatoria en los juicios, y para algunas funciones específicas del mist00, era 

el conducto entre 6ste y el Rey, a quien entrevistaba c00JJ11icándole las 

resoluciones e¡ue se dictaban. 

Trunbi6n Espai'ia tuvo influencia con el Derecho Patrio, las Leyes de 

Recopilaci6n, expedidas por Felipe lI en 1576, reglaroontaban las funciones de los 

Procuradores Fiscales que acusaban cuando no lo hada un acusador privado. 

Reglarrentaba sus funciones Felipe V, influenciado por el Estatuto Franc~s. 
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Por otro lado, con la Prcmotorfo Fiscal (11), desde el siglo YN, que 

España tuvo cano herencia del Derecho Canónico, los Pranotores Fiscales obraban en 

representación del toonarca siguiendo fielm:!nte sus instrucciones. F.n las Leyes de 

Recopi laci6n de 1576 expOOidas por el Rey Felipe II, se sci'\alaban algunas 

atribuciones caoo "MandBIOOs a que los Fiscales hagan diligencias para que se acaben y 

fenezcan los procesos que se hicieren en la vista privada de los escribanos". (Libro 

II, Título XI.11). 

Los funcionarios de los Promotores Fiscales consistían en vigilar lo que 

ocurría ante los Tribunales del críiren y en obrar de oficio a nanbre dol pueblo, 

cuyo representante es el Soberano Bajo el reinado de Felipe V, se pretendió suprimir 

las pranotodas en España por decreto del 10 de noviembre de 1713 y por la 

declaración de principios del lo. de mayo de 1744 y del 16 de diciembre del 

expresado ano, pero la idea no fue bien acogida y se rcchaz6 un.6n~te por los 

tribunales espaíloles. Por decreto del 21 de junio de 1926, el Ministerio Fiscal 

funciona bajo lo dependencia del Ministerio de Justicia. Es una magistratura 

independiente de la Judicial y sus funcionarios son mrovibles. Se compone de un 

Procurador Fiscal ante la Corte Suprema de Madrid, auxiliado por un Abogado General y 

otro Asistente. Existen. ademlis, los Procuradores Generales en cada corte de 

apclaci6n o audiencia provisional asistidos de un Abogado General y de otros 

ayudantes. 

C) M!XICO 

Con referencia a la progresi6n hist6rica del Ministerio Píiblico en 

(U) Op. cit. pág. 19 
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México (12), es conveniente atender a la evoluci6n política y social de la cultura 

prehispánica residente en lo que ahora es el territorio nacional, destacando. en 

forma principalísima la organizaci6n de los Azteca:1 1 puesto que en los estudios 

realizados por autores tan prestigiados como Kollcr 1 Manuel M. Moreno y Salvador 

Toscano, desprenderros que la fuente de nuestras instituciones jurídicas_ no debe 

buEcarse únicamente en el Mtii,'llO [}Qrccho Remano y en el Derecho Español, sino 

también en la organizaci6n jurídica de los Aztecas. 

En el Derecho Azteca es irmegable que imperaba. un sistema de normas para 

rcl:,ular el orden y sancionar toda conducta que repugnara a las costumbres y usos 

sociales. 

El Derecho no crtt escrito sino más bien de carácter consuetudinario y 

en todo se ajustaba al régirr.en absolutir.ta n que en m.::1teria política había lle¿;ado 

e 1 pueblo azteca. 

El poder del cronarca se dele&aba en sus distintas atribuciones a 

funcionarios especiales y en materia de justicia el Cihuacoatl es fiel mflejo de tal 

afirmaci6n. El Cihuacoatl descm:pci\aba funciones IIIJY peculiares¡ auxiliaba al 

»ueytlatoani vigilabc'l la recaudación de los tributos y por otra parte presidía el 

tribunal de ?laci6n; además era lttla espc?cie de consejero dC!l m::inarca a quien 

representaba en determinadas actividades sobre todo para la conservaci6n y 

preservaci6n del orden social y militar. 

Otro funcionario de fran relevancia fue el Tlatoani, quien representaba 

la divinidad y gozaba de libertad para disponer de la vida h1.mana a su arbitrio. 

F.ntre sus facultades reviste importancia la de acusar y perseguir a los delincuentes, 

(12) Colín Sánchez Guillenoo. Op. cit. pá5. 97. 
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aunque generalmente delegaba en los jueces, quienes auxiliados por los alguncilcs y 

Otros funcionarios, se encargaban de perscBlJir y aprehender n los delincuentes. 

Don Alonso de Zurita, oidor de la Real Audiencia de M&cico en relaci6n 

con las facultades del Tlatoa.ni sei'iala que 6ste 1 en su carácter de suprema 

autoridad en materia de justicia, rs una especie de interpelación del monarca; 

cUllndo tenninabn la ccrcrronía de la coronaci6n deda: (habc:..is de tener gran cuida.do 

de las cosas de la Guerra y hllbeis de velar y procurar de castigar los delincuentes, 

así sei'iores caro los demás y corregir y emendar los inobt...->dientes). 

F.s preciso hacer notar, que la persecución del delito estaba en manos de 

los jueces .por delegación del Hatean, de tal manera c¡ue las funciones de éste y las 

del Cihuacoatl eran jurisdiccionales, por lo cual, no es posible identificarlas con 

las del !-linisterio Público, pues si bien es cierto ~l delito era persep,uido, esto se 

encanendaba a los jueces, quienes para ello realizaban investigaciones y aplicaban el 

derecho. 

En la época colonial las instituciones del Derecho Azteca sufrieron una 

honda transfoanaci6n al realiznrse la conquista y poco a poco fueron siendo 

desplazadas por los nuevos ordenamientos jurídicos traídos de Espaíl.a. 

El choque natural que se produjo al realizarse la conquista hizo surgir 

infinidad de desmanes y abusos, no sol~nte de parte de ftmc:ionarios y particulares, 

sino también de quienes cscudtíndose en la pr&lica de 111 doctrina cristiana, 

abusaban de su investidura para caneter atropellos. En la persecuci6n del delito 

imperaba una absoluta anarquía, autoridades civiles, militares y religiosas 

invadían las jurisdicciones, fijaban rultas y privaban de la libertad a las personns 

sin más limitaciones que su capricho. 

Tal estado de cosas se pretendió remediar a través de las Leyes de 

Indias y de otros ordenamientos jurídicos, estableciéndose la obligaci6n de 

respetar las normas jurídicas de los indios, su gobierno, policía, usos y 
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costunbres, siempre y cuando no contravinieran al Derecho Hispano. La persecución 

del delito en esa etapa, no se encanend6 a t.ma institución o ñmcionorio en 

particular; el Virrey, los Gobernadores, las Capitanías Generales, los Corregidores 

y rwchas otras autoridades, tuvieron atribuciones para ello. 

Caro la vida jurídica. se desenvolv!a teniendo ccm:> jefes en todas las 

esferas de la Administración Pública a personas designadas por los Reyes de España 

o por Virreyes, Corregidores, etc., los ncmbramientos siempre recaían en sujetos que 

los obten{an ttl'.?diante influencias políticas no dándose ninguna injerencia a los 

indios para actuar en ese rmoo. No fue sino hasta el 9 de octubre de 1549, cuando a 

través de una Cédula Real se ordenó hacer una selección para que los indios 

desempeñaran los puestos de jueces, regidores, alguaciles, escribanos y ministros de 

justicia, especificándose que la justicia se administrara de acuerdo con los usos y 

costlJllhres que habrán regido de su vida. 

De acuerdo con lo anterior, al designarse alcaldes indios 1 li:stos 

aprehendían a los delincuentes y los caciques ejercían jurisdicción criminal en 

sus p.M?blos, salvo en aquellas causas sancionadas con pena de auerte por ser facultad 

exclusiva de las Audiencias y Gobernadores. 

o; !rsos tribunales apoyados en factores religiosos 1 econ6micos 1 sociales 

y políticos 1 trataron de encausar la conducta. de los indios y españoles y tanto la 

audiencia cano el Tribunal de la Acordada y otros tribunales especiales se encargaron 

de perseguir el delito. 

Los Fiscales antes de proclamarse la Independencia. 

Dentro de las funciones de justicia (13) 1 destaca la figura del Fiscal 1 

(13) Castro Juventino v. El Ministerio Público en México. &iitorial Porcla, S.A. 

Séptima F.dici6n. M&i.co 1 1990. 
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funcionario importado tmnbi~n del Derecho Espai'lol quien se encargaba de prcroover la 

justicia y perseguir a los delincuentes¡ aunque en tafos funciones representaba a la 

sociedad ofendida por los delitos, sin embargo, el Ministerio Público no existía 

cano una instituci6n con los fines y caráctercs con que la conocemos en la 

actualidad. 

El Fiscal en el ¿ffio de 1527, form5 parte de la Audiencia, la cual se 

integró entre otros funcionarios, por dos Fiscales, uno para lo civil y otro para lo 

criminal, y por los oidores cuyas funciones eran las de realizar las investigaciones 

desde su inicio hasta la sentencia. 

F.n lo concerniente al Prcmotor Fiscal; éste lleva la voz acusatoria en 

los juicios que realizaba la Inquisici6n, siendo el conducto entre este tribunal y 

el Virrey, a quien entrevistaba coonmictindole las resoluciones del tribunal y la 

fecha de la celebraci6n del auto de fé; también demmciaba y perseguía a los 

herejes y enemigos de la Iglesia. 

Al surgir el 100v:imiento de Independencia y una vez que ésta fue 

proclamada, la Constituci6n de Apatzingan (1814) reconoci6 la existencia de los 

fiscales auxiliares de la administraci6n de la justicia¡ uno para el ramo civil y 

otro para el de lo criminal¡ su designaci6n estaría a cargo del Poder Legislativo, 

a propuesta del Ejecutivo, durando en su cargo cuatro aí'ios. 

Por otro lado, la Constituci6n Federal de 1824 estableció1 el Ministerio 

Fiscal de conformidad con su Artículo 124 en la Suprema Corte, equiparándolo a los 

Ministros, por lo cual le otorgó el carácter de innroovible. Esta Constituci6n 

establece que los tribunales de circuito se compondrán de un juez letrado, un 

praootor fiscal, ambos nanbrados por el Suprenn Poder Ejecutivo a propuesta de la 

Corte Suprema de Justicia y de dos asociaciones, seeún lo dispongan las leyes. 

Fn relaci6n a este tema, Juventino v. Castro explica: 

"La ley del 14 de febrero de 1826 reconoce caoo necesaria la intervenci6n 
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del Ministerio Fiscal en todas las causas criminales en que se interese la 

Federación, y en los conflictos de jurisdicci6n para entablar o no el recurso de 

canpetencia; haciendo por últim::> 1 necesaria la presencia de este ñmcionario en las 

visitas semanarias de las cárceles. 

El decreto del 20 de mayo de 1826 es el que en forma más 

pormenoriz.ndamente habla del Ministerio Fiscal, si bien nada dice de los agentes. La 

ley del 22 de mayo de 1634 rrenciona la existencia de un prOIIXltor fiscal en cada 

juzgado de distrito, nombrado caro el de circuito y con las mismas funciones. 

Las Siete Leyes de 1836 establecen el sistema centralista en México, y en 

la ley del 23 de mayo de 1837 se establece un Fiscal adscrito a la Suprema Corte, 

contando los tribunales superiores de los departanentos con un fiscal cada uno de 

ellos. 

La Ley lares dictada el 6 de diciembre de 1853 1 bajo el régiuen de 

Antonio L6pez de Santa Ama, organizó el Ministerio Fiscal caoo institución que 

hace emanar del Poder Ejecutivo. El Fiscal en esta ley, aunque no tenga el carácter 

de parte, debe ser o!do siempre que hubiere duda y obscuridad sobre el genuino 

sentido de la ley. Se crea un Procurador General que representa los intereses del 

Gobierno y que tiene una. runpUsima misión. 

El 23 de noviembre de 1855. Juan Alvarez da una ley, aprobada 

posteriort00nte por Ingnncio Caoonfort 1 que establecía que los praootores fiscales no 

podían ser recusados, y se les colocaba en la Suprema Corte, en los tribunales de 

circuito, y más tarde se les extendió, por decreto del 25 de abril de 1856, a los 

Juzgados de Distrito. 

El 15 de junio de 1869, expide Benido Juárez la Ley de los Jurados¡ en 

ella se establecen tres procuradores a los que por vez primera se les llmn6 

Representantes del Ministerio Público. Constituían una organización, eran 

independientes entre s!, y estaban vinculados de la parte civil. 
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Se pranulga el prürer Código de Procedimientos Penales el 15 de 

septiembre de 1880 en el que establece una organizaci6n completa del Ministerio 

Pu"'blico, asignándole ccxoo ñ.mci6n la de prcroover y auxiliar a la administración 

de justicia en sus diferentes ramas, sin reconocer el ejercicio privado de la acción 

penal (Artículos 276 y 654 fracci6n primera). 

El segundo Código de Procedimientos Penales, del 22 de m11yo de 1894, 

mejora la institución del Ministerio Público, ampliando su intervención en el 

proceso. Lo establece con las caracter!sticns y finalidades del Ministerio Público 

franc~s 1 corro miembro de la policía judicial y cano mero auxiliar de la 

administraci6n de la justicia. 

El .30 de junio de 1891 se publicó un reglmil?IltO del Ministerio Público, 

pero no es sino hasta el año de 1903 en que el General Porfirio Dfoz expide la 

prin:Era Ley Orgánica del Ministerio Público, y lo establece ya no caoo auxiliar de 

la justicia, sino caro parte en el juicio interviniendo en los asuntos en que se 

afecta el inter~s público y el de los incapacitados y en el ejercicio de la acci6n 

penal de la que es titulnr, se le establece caro una instituci6n a cuya cabeza está 

el Procurador de Justicia. 

Terminada la Revolución ( 14) 1 se reóne en la ciudad de Querétaro el 

Congreso Constituyente que expide la Constitución de 1917. Se discutieron en su seno 

ampliamente los Artículos 21 y 102 constitucionales que se refieren al Ministerio 

Público. F.n el informe de esa Asamblea del c. Pri.Jmr Jefe, Venustiano Carranza, al 

tratar ese punto, explica como la investigación de los delitos por parte de los 

(14) Díaz de Lc6n Marco Antonio. Diccionario de Derecho Procesal. Editorial 

Porrúa, S.A., Tano II. Prllrera F.dici6n. Mbtico, 1982. 
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jueces hab!a creado la llamada 11Confesi6n de cargos", estabelciendo 1.ma situaci6n 

insostenible, ya que estos funcionarios judiciales en su afán de notoriedad 

ejercían verdaderas arbitrariedades y en cambio el Ministerio Píiblico era tma 

ficura decorativa que no ejercía la funci6n para la que fue creada, y pugnaba poC­

situar a cada quien en el lugar que le correspond!a, quitándole al juez la facultad 

de policía judicial y de acusador que hada los cargos para arrancar la confesión 

de los reos. 

La ccmisi6n que presentó el dictamen sobre el Art!culo 21 del proyecto, 

estaba formada por los seí'lores diputados Francisco I. Mujica, Alberto Romlin 1 Luis G. 

funz6n 1 y Fnrique Colunga Puesto a discusión el Artículo 21 caro lo proponía la 

comisi6n dictaminadora, surgieron poléni.cas en las que intervinieron los diputados 

Mujica, Rivera Cabrera, Machorro Narvacz, Macias, Colunga, Ibarra, Mercado, Jara 1 

Silva Herrera y EpigJienio Martínez. Es de hacer notar, sobre todas las dcm.1s, la 

opini6n de Jo~ N. Macias que llam.'S la atención sobre que tal y ccxno estaba 

redactado el artículo traicionaba el pensamiento de Venustiano Carranza, pues se 

dejaba la persecución de los delitos en manos de la autoridad administrativa y s6lo 

la vigilancia del Ministerio Público. Ello oblig6 al retiro del artículo por la 

propia ccxnisi , para UDdificarlo. 

En una nueva scsi6n se prescnt6 un proyecto reformado por la canisi6n, 

además del voto particular que expresaba las ideas del diputado ütrique Colunga. 

Pronto se comprendieron las excelencias de la redacci6n propuesta por el diputado 

Colunga, acabando la asamblea por aceptarla siendo l!sta la que actualme.nte conserva 

el citado artículo constitucional. 

El Artículo 102 establece las bases sobre las que debe actuar el 

Ministerio PuOlico, y fue aprobado sin mayores discusiones por parte de los 

constituyentes de 1916-1917. 

Creem::>s que el acabado del Artículo 21 constitucional es nuy ccmpleto, y 
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confome a la más avanzada d~trina, y que solo absurdas interpretaciones que de ~1 

se han hecho, han colocado al Ministerio Público en un lugar que, a los primeros se 

ha llegado a sorprender, es a los propios constituyentes, que no soi'laron jamás en el 

crecimiento teratológico que se le iba a dar a la institución, creando un órgano 

hipertrofiado que anxmaza llegar a la categoda de un twustruoso poder. 

En 1919 .se expide tma nueva Ley Orgánica del Ministerio Público para el 

Distrito y Territorios Federales, que trata de lXJner a tono con las rrucvas tendencias 

de la Constitución de 1917 a la Instituci6n, establecii!ndola cano única 

depositaria de la acción penal. Sin embargo, en la práctica ~sto no se logró, 

siguió imperando el antiguo sistema con el que quiso terminar la Constitución de 

1917. 

En el local se suceden: La Ley Orgtinica del Ministerio Público del 

Distrito Federal y Territorios Federales del 31 de diciembre de 1954; la Ley 

Org&nica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito y Territorios 

Federales del 31 de diciembre de 1971 1 que entró en vigor en 1972; y la Ley 

Orgáncia de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, publicada el 

15 de diciembre de 1977. 

Y en lo Federal: la Ley Orgánica del Ministerio P6.blico Federal 

Reglmrentaria del Artículo 102 de la Constitución, publicada el 13 de enero de 

1942; la Ley Orgánica del Ministerio Público Federal Reglamentaria del Artículo 

102 de la Constitución, del 26 de noviembre de 1955 y la Ley de la Procuraduría 

General de la República, publicada el 30 de diciembre de 1974. 

Cc:m:> puede observarse, a partir de 1971 1 en el Distrito Federal, y de 1974 

en el aspecto federal, las leyes correspondientes no se refieren ya al Ministerio 

Público, coroo Institución que lleva a cabo la ftmci6n persecutoria, sino a las 

Procuradurías que desempei'\an el papel de órganos administrativos cano funciones 

múltiples, Wlll de las cuales es la persecución de los delitos. 
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A fines de 1983, y por iniciativas presidenciales adecuadas, se proponen y 

aprueban nuevas leyes orgánicas federal y del Distrito, que cambian en el sentido de 

hacer menci6n en su articulado solamente a las atribuciones de las Procuradur!as, 

las bases de organización y las disposiciones generales que rigen 

fundartJ?rttalJrente su quehacer, reservando para lDl Reglmn:mto Interior al precisar sus 

6rganos concretos con sus facultades, y algunas disposiciones conteniendo 

regulaciones y u:enciones que resulta necesario tener en cuenta en el funcionmniento 

de ta les Procuradurías. 

Todo ello se plasma, en lo federal, en la Ley Orgánica de la 

Procuraduría General de la Repu"blica, prCIIl.llgnda el 15 de noviembre de 1983, 

publicada en el Diario Oficial del 12 de diciembre de 1983, y su Regla:oonto del 26 de 

diciembre de 1968; y la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del 

Distrito Federal del 6 de noviembre de 1983¡ publicada el día 12 del miStOC> l?l?s y 

ai'io, y su Regla:rmmto publicado el 12 de enero de 1989. Por supuesto cada WJO de los 

Estados de la Federaci6o tiene sus propias leyes de la Instituci6n o de la 

Procuraduría del Estado, derivadas de sus disposiciones constitucionales locales. 

El Ministerio Público Militar (15) se encuentra establecido en el C6digo 

de Justicia : litar, del 28 de agosto de 1933, publicado el 31 de agosto del m.iSIJ'O 

mes y ai'lo, que entre otras disposiciones dercz6 la Ley Orgánica del Ministerio 

Pl'iblico Militar del lo. de julio de 1929. 

Aunque la Constituci6n no habla de este Ministerio Público Militar, se 

infiere su necesidad del Artículo 13, que instituye el fuern de guerra, y del 21 que 

(IS) CoUn S4nchez Guillermo. Op. cit. pág. 97 
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crea la Institución en General. Al frente de este núnisterio militar estA el 

Procurador General de Justicia Militar, que en los t~rnúnos de la Fracci6n 1 del 

Artículo 39 del C6digo es su jefe, pero al que ademlís se le precisa coroo consultor 

jurídico de la Secretarfo de Guerra y Marina (ahora de Defensa Nacional, que no 

incluye a la de la Marina; sin embargo el C6digo de Justicia Militar sigue rigiendo 

igualmente en materia naval, pues aún no se separan las jurisdicciones y los 

6rganos correspondientes), 

El artículo 36 del C6digo de Justicia Militar dispone que el Ministerio 

Público es el único capacitado para ejercitar la acción penal, y no podr.§: 

retirarla o desistirse de ella sino cwmdo lo est~ procedente el Secretario, orden 

que podrá darse cuando a.sí lo demanda el interl'?s social, oyendo previmrcnte el 

parecer del Procurador General de Justicia Militar. En general el resto de su 

estructuraci6n es similar al Ministerio Público Federal o local, no sin advertir 

que la justicia militar se administra (artículo lo.) por el Suprcrm Tribunal 

Militar, los consejos de guerra ordinarios, los consejos de guerra extraordinarios, y 

los jueces militares residentes y foráneos. 

Antecedentes de este Ministerio Público con el Reglamento del Ministerio 

Militar del lo. de enero de 1893, y la Ley de Organizaci6n y Competencia de los 

Tribunales Militares del 20 de Septiembre de 1901, en vigor del lo. de enero de 1902. 

Javier Piña y Palacios, haciendo lm reSUIEn de c6coo se ha establecido en 

Máxico, afirma que hay en él tres elementos: el francés el espailol y el nacional. 

Del ordenamiento francés toati cano característica principal el de la 

unidad e indivisibilidad, pues cuando actúa el Agente del Ministerio Pu'"blico lo 

hace a nombre y en representaci6n de toda Instituci6n. La influencia espaftola 

encuentra en el procedimiento, cuando el Ministerio Público formula conclusiones, 

las que siguen los mismos lineamientos formales de tm pedimento del Fiscal en la 

Inquisici6n. En cuanto a la influencia exclusivanente nacional está en la 
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Preparación del ejercicio de la acci6n penal 1 ya que en ~ico a diferencia de lo 

que sucede en Francia, el medio preparatorio del ejercio de la acci6n penal está 

reservado exclusivamente al Ministerio Público, que es el jefe de la Policía 

Judicial. 

Por nuestra parte añadirfaroos que es también nacional el desarrollo del 

Ministerio Público Federal y del Fuero Ccmún más que ccxoo \ll1 persecutor de los 

delitos, ccm> un factor determinante en la vigilancia de la constitucionalidad de la 

legalidad, ttl.l)' especialmente en rruestro proceso de amparo instituido para anular los 

abusos de las autocidades que integran el poder público.(16). As! caoo su 

intervención en los juicios civiles, familiares y concursales. 

(16) Castro Juventino v. Op. cit. Págs. 13-14 
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CAPI'nJUl smJNOO 

DEFINICICfi. CAR!Cl'EnES, FDNDAKDn'OS, PRDCIPIOS, ORGl\N12'.ACION Y 

ftJNCiawnnml ~ RIG!Jl AL MINISTllUO l'UllLICD 

A) Definición de Ministerio Público (17) Es un téanino que está 

formado por dos palabras, Ministerio y Público, las que etiloo16gicmncnte 

significan: 

''MINistERIO 'Gobierno del Estado': del lat!n: MINISTER:rtJM''. 

"MlNISTERlllM 'servicio': MENF.SYER 1 oficio necesidad' cast. HESTER 

'~strn' ant. cast. salm. Lannno: MINSTER 'IDO par t. por el prov. MENESTIER: 

ministro cast. es un cultisroo". 

Público 'sabido por todos' : de lat. MLICUS". 

PodC1DJs entender por Ministerio Público ccxoo aquólla institución que 

se encarga a través de sus funcionarios, de defender los derechos de la sociedad. 

El MinisteC'io Pablico ha sido considerado por Chiovenda caoo un órgano 

procesal, cuya ftmci6n constituye un oficio activo que tiene por misión fundamental 

praoover el ejercicio de la función jurisdiccional en el interés p(íblico, y 

determinar acerca del rrodo de ejecutarlo, 

El juri::1consulto espaifol Felipe Sánchez Román (18) considera al 

Ministerio Pablico cano el representante nato de la ley. El Ministerio Público 

(17) Garc!a Diego, Vicente.. "Diccionario etilool6gico Espailol e Hispánico", 

Editorial S.A.E.T.A. Madrid 1972, PP• 378, 453, 860. 

(18) Sánchez R.ctOOn Felipe citado por De Pina, Rafael. Ca3tillo t.arraflaga, José. 

Instituciones de Derecho Procesal Civil, Editorial Porrúa, S.A. México 1978 

!2o. &Hci6n pág. 134. 
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tiene una misión esencial que cuuplir, ta de velar porque la ley sea general.Jrente 

respetada. 

Para el maestro Rafael De Pina. (19) el Ministerio Pt'.iblico es un 

cuerpo de funcionarios que tienen como actividad caractedstica, aunque no única, 

la de pranover el ejercicio de la jurisdicci6n en los casos preestablecidos, 

personificando el interés público existente en el cunplimiento de esta función 

estatal. 

Al Ministerio Público, cano instituci6n procesal, le están conferidas 

en las leyes orgánicas relativas n1.1Cha. atribuciones que desvirtl.Ían su verdadera 

naturaleza y que pudieran ser conferidns nl abogado del Estado. 

En realidad la iínica función de la que no se le podr[a privar sin 

destrufr la instutici6n es la del ejercicio de la c.cci6n. 

El Ministerio Público es una organizaci6n judicial, pero no 

jurisdíccioaal. 

Para H~ctor Fix Zanrudio, (20) el Ministerio Público. "Es la 

instituci6n unitaria y jerárquica dependiente del organisnD ejecutivo, que posee 

ccmJ ñmciones esenciales las de persecuc:i6n de los delitos y el ejercicio de la 

acci6n pena. , intervenci6n en otros procesos judic:ia.les para la defensa de 

intereses sociales, de miscntes, menores e incapacitados y finalJEnte, conx> consultor 

de los jueces y tribunales11
• 

(19) De Pina, Rafael. Castillo Larrai'laga Jos~ Ob. cit. p&g, 134. 

(20) Fix Zmwdio Héctor citado por De Pina, Rafael. De Pina Vara, Rafael. 

Diccionario de Derecho, ülitorial Porrúa, S.A., H&.ico 1980 Edici6n Novena 

págs. 344, 345. 
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Camelutti (21) dice que el Ministerio Público es una figura intertoodia 

entre el juez y la parte, y que puede definirse caoo parte imparcial. 

Guillerro Col!n Sánchez (22) opina que "El Ministerio Público es una 

lnstituci6n dependiente del Estado (Poder Ejecutivo) que actiia en representación 

del interés social en el ejercicio de la acción penal y la tutela social, en todos 

aquéllos casos que le asignan las leyes11
• 

Ministerio Pilblico.- La institución (23) a 1n que corresponde 

exclusivamente el ejercicio de la acci6n penal que tiene ¡x>r objeto: a) Pedir la 

aplicación de las sanciones establecidas en el C6dieo Penal; b) Pedir la libertad 

de los procesados, en la forma prevenida por la ley; e) Pedir la reparación del daii.o 

de acuerdo con el C6digo Penal. 

Radbruch considera que el Ministerio Público o Fiscal está obligado a 

intervenir con ootivo de todos los actos punibles y perseguibles judicialm:mte, en 

tanto haya suficientes elerentos reales de apoyo. 

En el derecho mexicano (24) el Ministerio PGblico se clasifica en: 

a) El Ministerio Público Federal, el que se encuentra establecido en el 

artículo 102 de la Constituci6n Política de los Estados Unidos 

Maxicanos. 

(21) Carnelutti citado por Pallares, Eduardo. Diccionario de Derecho Procesal Civil, 

F.ditorial Porrúa, S.A. México 1978. Décima Pri.nX!ra F.dici6n p.§g. 561. 

(22) Col!n Sánchez, Guillert00. Derecho Mexicano de Procedimientos Penales Editorial 

Porrtía, S.A. México 1971 ~ptima Edici6n pág. 86. 

(23) Atwood Roberto. Diccionario Jurídico. F.ditorial Librería Baz§n. M&ico 1982 

¡mg. 166. 

(24) Castro Juvcntino V. El Ministerio Público. ob. cit. p.§g. 13. 
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b) El Ministerio Público del Distrito Federal, quien tiene su fundarrento 

en el artículo 73 1 fracción vt inciso So. de la Constituci6n 

Federal. 

e) Los Ministerios Públicos correlativos a los Estados del pa!s 1 los 

que se establecen de acuerdo a las bases que da su Constitución 

local. 

d) El Ministerio Público Militar, que se encuentra establecido en el 

C6digo de Justicia Militar de 28 de agosto de 1933, con arreglo a lo 

dispuesto por el artículo 13 de nuestra Constitución Federal que 

establece el Fuero de Guerra .. 

Pudi~ose concluír, que la Instituci6n del Ministerio Público tiene 

a su cargo velar por los intereses tanto de la sociedad caro del Estado. 
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B) PRINCIPIOS QJE LO RIGEN 

Al Ministerio Público (25) le son inherentes determinados principios, 

los-que debe seguir con el fin de llevar n cabo su cometido, estos principios son: 

a) Principio de jerarquía. 11 
••• el Ministerio Público está organizado 

jerárquicrunente bajo la direccí6n y estricta responsabilidad del 

Procurador General de Justicia, en quien residen las funciones del 

miSllD. 

11Las personas que lo integran, no son m..1s que una prolongación del 

titular, motivo por el cual reciben y acatan las 6rdcnes de i!ste, 

porque la acción y el mando de esa materia es de canpetencia 

exclusiva del procuradorº. 

b) Principio de unidad. F.n cuanto a la 1.lllidad del Ministerio Pu'blico, 

la explican los procesalistas de la siguiente manera: 'La 

indivisibilidad (l~ase unidad) del Ministerio Píiblico, consiste en 

que cada uno de sus miembros, cuando obran en el ejercicio de sus 

funciones, representen o comprometan a toda la Instituci6n 1 · 

canprendiendo a su jefe el Canciller, caoo si el acto hecho por ellos 1 

emanase de la m.1s alta autoridad. Esto se sigue: PRIMERO el uso del 

plural 'conclufmos' requcrio:Ps 1 de que se sirven los agentes sea que 

hablen o escriban. (Fn M&:ico no existe este formuliStOO). SEGUNOO.­

La regla observada por los agentes del Procurador General o del 

Procurador de la RepuDlica de firmar cada uno con la antefirma por - -

(2S) Colín Sánchez, Guillermo, "Derecho Mexicano de Procedimientos Penales", Ob. 

cit. p. 109. 
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el Procurador General. (En ?Aefico se usa la forma 'El Ministerio 

Público dice o pide' ••• ) TERCERO.- La costumbre tradicional que se 

observa en las audiencias públicas solemes, que consiste en que, si 

un miembro del Ministerio Público levanta para fornrular 

conclusiones, los que le siguen en el orden jerárquico, se ponen 

también de pie para dem::istrar que aqu~l habla en su ncmbre. 

(Tampoco existe en M&ico esta costumbre). De la indivisibilidad (26) 

se derivan las siguientes consecuencias: A.- Que en cada Corte o 

Tribunal el jefe del Ministerio Pu"blico es suplido, en caso 

necesario, en el ejercicio de todas sus fi.mciones, por sus 

subordinados que pueden tambi&l reemplazarse los unos a los otros: 

B.- Que en las causas que no pueden ser sentenciadas sin que el 

Ministerio Público formule conclusiones, no es necesario, bajo 

nulidad, que est~ representado en todas las audiencias por el misioo 

agente. Por lo demá.9 1 se admite cOOJJ principio fitm?, que esta 

indivisibilidad establecida por trotivos de orden póblico, no puede 

perjudicar a la institución; es decir, volverse contra ella' 

(Garssonet). Confort00 a esta salvedad, los funcionarios superiores del 

Ministerio Público, según la opinión del 1TCOcionado jurisconsulto, 

pueden apelar de las sentencias que con las que se hayan conformado 

los agentes inferiores. 

El Ministerio Público constituye una t.midad en el (27) sentido de que 

todas las personas f!sicas que canponen la Instituci6n se consideran· 

cam miembros de tm solo cuerpo, bajo una sola dirección. 

(26) Pallares, Eduardo. "Derecho Procesal Civi111
• Ob. cit. pp. 163, 164. 

(27) Castro, Juventino V. 11El Ministerio Público en México", Ob. cit. pp. 31, 32. 
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la unidad absoluta de la Institución no se ha logrado en nuestra 

legislaci6n, pues en el campo federal existe \lll Ministerio Público 

Federal, bajo la dependencia del Procurador General de la República¡ 

y en materia común la Institución tiene coroo jefe al Procurador de 

Justicia del Distrito Federal, o del Estado de que se trate¡ e 

igualnente existe un Procurador General de Justicia Militar. Esta 

situa.ci6n pudiera IOOdificarse estableciéndose una jerarquizaci6n 

técnica derivada del artículo 21 constitucional, y una cabeza ccnún 

de todo el orgnnisroo (el Procurador General de la República), 

lográndose así la unidad de los fines de esta Institución, que 

inclusive en ocasiones llega a presentar peditrentos contradictorios. 

e) Principio de independencia. (28) "La independencia del Ministerio 

PGblico es en cuanto a la jurisdicción, porque si bien es cierto, 

sus integrantes reciben 6rdenes de 1 superior jerárquico, no 

sucederá lo mismo en relación a los 6rganos jurisdiccionales. Esto 

se explica sin mayores complicaciones, si para ello hac(3Jl)s notar la 

divisi6n de poderes existente en nuestro país y las características 

que le singularizan, de tal manera que concretamente, la funci6n 

correspondiente al Ejecutivo, depende del misroo, no pudiendo tener 

injerencia ninguno de los otros en su actuación". 

"La independencia, (29) que es una de las condiciones esenciales para el 

buen funcionamiento de la institución, es tmJy relativa mientras no se logre su 

(28) Colín Sánchez Cuillerno. ºDerecho Mexicano de Procedimientos Penales", Oh. 

cit. p. 110. 

(29) González Bustamante, Juan Jos(!. 11Principios de Derecho Procesal Penal 

Mexicano", Oh. cit. p. 60 .. 
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completa autoncxn!a y se desligue del Poder Ejecutivo. Para conseguirlo, es 

indispensable que se consagre la inBIOOVilidad para los funcionarios del Ministerio 

Público, a fin de que queden colocados en una posici6n de independencia y libertad 

en lo que se refiere al desempet\o de sus funciones y al margen de toda influencia 

política. Además, es conveniente lograr una cuidadosa selección del personal, 

garantizando en sus puestos a los funcionarios probos y aptos, que se hayan 

especializado en estas materias". 

El Ministerio Público (30) para poder ejercer corrcctmrentc sus 

funciones y poder cumplir con su cc:mctido, ha de ser independiente de toda autoridad, 

especialmente del poder ejecutivo. Debe de separar las atribuciones de asesorfo y 

representante del gobierno, de la representación social y persecuci6n de los 

delitos ccxoo titular de la acción penal. 

d) Principio de irrecusabilidad (31) "La irrecusabilidad del Ministerio 

Nblico se hace manifiesta en el hecho miSlllJ que tal Organo no puede 

dejar de conocer los hechos que se le saneten a su consideración, sin 

que ello signifique que sus agentes no deban de excusarse en las 

miscoos t~ttninos que los juzgadores". 

fundmrento jurídico de la irrecusabilidad del Ministerio Público, se 

encuentra en los artículos 27 de la Ley Orgánica de la Procuraduda General de la 

Rept1blica y 26 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del 

Distrito Federal. F.n ambos ordenamientos 3C establece que los agentes del Ministerio 

Público, ya sea federal o del Distrito Federal, no son recusables; pero deben de 

(30) Castro, Juventino v. "El Ministerio Público en México", Ob. cit. p. 17 s. 

(31) Oronoz Santana, Carlos M. ·~1 de Derecho Procesal Penal11 , F.d. Costa Ami.e 

Editores S.A., ~ico 1978, p. 37 s. 
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excusarse del conocimiento de los negocios en que intervengan, cuando exista alguna 

de las causas de impcdinentos que la ley señala en el caso de: Ministros de ta 

Suprema. Corte de Justicia, Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito; así caoo, 

Magistrados y Jueces del orden connln (artículo 39 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, artículo 170 del C6digo de Procedimientos Civiles para n1 

Distrito Federal). 

e) Principio de irresponsabilidad (32) es irresponsable el Ministerio 

PGblico, con motivo de su actividad, ya no puede atribuírsele la 

canisi6n de tm. delito, por ser una Institución de buenn fé lo que 

no significa que sus agentes no lo sean, éstos son personal de la 

Instituci6n, pero no en ella". 

el Ministerio Pt1blico (.33) en tanto tal, no incurra en 

responsabilidad., iMs sí pueden caer en ésta, dentro de la triple 

proyección civil, disciplinaria y penal, los ftmcionarios que la 

encarnan". 

(32) Ornoz Santana, Carlos M. ''Manual de Derecho Procesal Penal", Ob. cit .. p. 37 s. 

(33) García Ramfez, Sergio. "Curso de Derecho Procesal Penal", Ed. Porrúa, S.A. 

Máxico, 1977, 2o. ed., p. 212. 
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C) fllNDAMEmO LEXW. DEL MINISTERIO ruBLICO 

La Instituci6n del Ministerio PuDlico al igual que todas aquéllas que 

conforman el Estado Mexicano, anruJa de nuestra Carta Magna, que en su artículo 21 

establece la función que corre a cargo del Ministerio Público, de ejercer en forma 

exclusiva la persec:usi6n de los delitos. Dada la organización política del pa!s, 

encontrmoos que dicha. institución se clasifica en: 

a) Ministerio Público Federal, el que se encuentra establecido en el 

artículo 102 de la ConstitucicSn Pol!tica de los Estados Unidos 

K?.x:icanos. 

ºArt. 102.- La ley organizará el Ministerio Público de la 

Federaci6n, cuyos funcionarios serán nombrados y reroovidos por el 

Ejecutivo, de acuerdo con la ley respectiva, debiendo estar presididos 

por un Procurador General, el que deber.ti tener las mismas calidades 

requeridas para ser ministro de la Suprema Corte de Justicia. 

Incumbe al Ministerio Público de la Federaci6n, la persecuci6n, 

ante los tribunales, de todos los delitos de orden federal; y, par lo 

mismo, a él le corresponderá solicitar las ordenes de aprehensi6n 

contra los inculpados; buscar y presentar las pruebas que acrediten la 

responsabilidad de ~stos; hacer que los juicios se sigan con toda 

regularidad para que la administraci6n de justicia sea pronta y 

expedita; pedir la aplicaci6n de las penas e intervenir en todos los 

negocios que la ley determine. 

El Procurador General de la Rep(iblica intervendrá personalmente en 

las controversias que se suscitaren entre dos o más Estados de la 

Uni6n, entre un Estado y la Fedcraci6n o entre los poderes de un 

misrro Estado. 
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11F.n todos los negocios que en la Federaci6n fuese parte; en los cnsos 

diplanáticos y los c6nsules generales y en los demás en que deba 

intervenir el Ministerio Ptlblico de la Federación, el Procurador 

General lo hará por s{ o por medio de sus agentes. 

"El Procurador General de la República será el consejero jurídico 

del gobierno. Tanto ~l cooo sus agentes serán responsables de toda 

falta, ani.si6n o violaci6n a la ley, en que incurran con D1Jtivo de 

sus funciones". 

b) El Ministerio Nblico del Distrito Federal, quien tiene su 

fundamento en el artículo 73, fracción VI, inciso 6o. de la 

Constituci6n Federal. 

"Art. 73.- El Congreso tiene facultad: 

VI. Para legislar en todo lo relativo al Distrito Federal, 

sooietiéndose a las bases siguientes: 

'6a. El Ministerio Pu"blico en el Distrito Federal estará a cargo de 

un Procurador General, que residirá en la Ciudad de M&cico, y del 

mínero de agentes que determine ley, dependiendo dicho funcionario 

directamente del Presidente de la Repablica, quien lo ncmbrará y 

removerá libremente". 

c) Los Ministerios Públicos de cada una de las entidades federativas 1 

los que se establecen de acuerdo a las bases que da su Constitución 

local. Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 40 y 41 de 

nuestra Constitución federal. que a la letra dice: 

11Art. 40.- F.s voluntad del pueblo c:exicano constituirse en una 

reptí.blica representativa, democrática, federal, compuesta de 

F.stados libres y soberanos en todo lo concerniente a su rágimen 

interior, pero unidos en una federación establecida según los 
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principios de esta ley fundS11Ental11
• 

"Art. 41.- El pueblo ejerce su soberanta por tredio de los Poderes de 

la Uni6n, en todos los casos de la canpetencia de ~stos, y par los 

Estados, en lo que toca a sus regía.mes interiores, en los t~rntl.nos 

respectivllllrnte establecidos por la presente Constituci6n Federal y 

las particulares de los Estados, las que en ningún caso podrán 

contravenir las estipulaciones del Pacto Federal. •• ". 

d) El Ministerio Público Militar, miSIOO que se encuentra regulado por el 

Código de Justicia Militar de 28 de agosto de 1933, con fundamento en 

lo dispuesto por el artículo 13 de nuestra carta Magna 1 que establece 

el fuero de guerra. 

Art. 13.- " ••• Subsiste el fuero de guerra pnra los delitos y faltas 

contra la disciplina militar, pero los tribunales militares, en 

ning6n ca.so y por ningún 100tivo, podrán extender su jurisdicci6n 

sobre personas que no pertenezcan al Ejlfrcito. Cuando en un delito o 

falta de orden militar estuviese canplicado un paisano, conocerá. del' 

caso le autoridad civil que corresponda". 
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D) ORGANIZACION Y FUNCIONAMIEM'O DEL MINISl'ERIO PUBLICO 

La Constituci6n Politica de los Estados Unidos Mexicanos establece las 

facultades específicas del Ministerio Pllblico e indica con qui~n debe residir, 

pero no lo organiza. De tal manera que para tener conocimiento de ello es necesario 

acudir al contenido de los preceptos secundarios; en estos ordenamientos se establece 

su organización y funcionamiento, personal que lo integra, su distribuci6n, sus 

facultades y obligacions. 

Debido a la organización poU:tica de nuestro país encontraroos diversas 

clases de Ministerios Públicos, los que se organizan de acuerdo a los lineamientos 

de la ley orgánica respectiva que los rija. En H&x.ico encontrmoos tres clases de 

Ministerio Público: El Ministerio Público federal, el que se organiza por la Ley 

Orgánica de la Procuraduría General de Justicia. El Ministerio Público Militar. el 

cUBl se encuentra regulado por el Código de Justicia Militar. Y el Ministerio 

Pablico Común el que se organiza por la Ley Orgánica de la Procuraduría General 

de Justicia del Distrito Federal. 

F.n este trabajo, nos concretamos únicamente a estudiar la organizaci6n 

del Ministerio Pablico del Distrito Federal. 

El artículo 73, fracci6n VI, inciso 6o. de nuestra Carta Magna sef'lata: 

ºEl Ministerio Pablico en el Distrito Federal estará a cargo de un 

Procurador General, que residirli en la ciudad de ~ico, y del nlÍrero 

de agentes que determine la ley, dependiendo dicho funcionario 

directamente del Presidente de la RepGblica, quien lo nanbrará y 

reooverá libremente". 

Dados tos principios esenciales del Ministerio Público y tanando 

cuenta las funciones que tiene que realizar, no sería posible que tas mismas se 

lleven a cabo por el propio Procurador, raz6n por la cual requiere de una ley 
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orgánica que establezca su integraci6n y funciones. La ley que organiza al 

Ministerio Pablico del Distrito Federal es la Ley Orgánica de la Procuradur!a 

General de Justicia del Distrito Federal, la cual fue publicada en el Diario Oficial 

de la Federaci6n de 12 de diciembre de 1983, la que establece: 

Federal son: 

El Ministerio Público del Distrito Federal es una institución presidida 

por un Procurador, el cual tiene tm carácter de representante social; 

esta instituci6n cuenta con atribuciones, las cuales puede ejercer por 

conducto del propio Procurador 1 por sus agentes del Ministerio Público o 

por sus aux.i liares. 

l.as atriOOciones de la Procuraduría General da JU5ticia del Distrito 

l. Perseguir los delitos del orden ccmln canetidos o que se ce.meten 

en el Distrito Federal. 

II. La vigilancia de la legalidad y de la pronta. expedida y debida 

procuración e impartici6n de justicia. La que cooiprende: proponer 

al Presidente de la República las tredidas procedentes respecto de 

su canpetencia, en materia de seguridad p11blica, penal, civil y 

familiar. También le corresponde hacer del conocimiento del 

Presidente de la Repu"blica y del Tribunal Superior de Justicia del 

Distrito Federal, los abusos o irregularidades graves que se den en 

los juzgados o tribunales, que afecten el cumplimiento de las 

garantías de justicia, pronta y expedita (art. 4o. 

~.O.P.G.J.D.F.). 

III. Proteger los intereses de los IIEllOres e incapaces. Su intervenci6n 

consiste en actuar en los juicios en que éstos sean parte o de 

alguna manera pueden resultar afectados. Intervendrá en los 

juicios que le corresponda hacerlo, en su carácter de 
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represent11n_~e social, segúTI. Sei\alen·, las lE!fes (ar"t. So.­

L.O.P.G.J.D.F.). 

IV. Cuidar· de la correcta aplicaci6n de las rredidas de poUtica 

criminal. Se deberán practicar visitas a _los reclusorios 

preventivos._ As! caro iniciar la averi&uaci6n que corresponda, de 

darse el caso de al1;lm4 conducta o hecho posiblemente constitutivo 

de algiln delito. 

V. Tiene atribuciones persecutorias de los delitos: 

A. Fn la averiguaci6n previa. 

l) Recibir denuncias o querellas sobre conductas o hechos que puedan 

constitu!r un delito. 

Z) Investigar los delitos del orden común con auxilio de la Policía 

Judicial y de la Policía Preventiva. 

3) Practicar las diligencias necesarias y allegarse las pruebas que 

considere pertinente, para la comprobaci6n del cuerpo del delito y 

la probable responsabilidad de quienes ellos hubieren 

intervenido, para fundmrentar, 

acci6n penal. 

su caso, el ejercicio de la 

4) Rcstitu!r al ofendido el goce de sus derechos, provisional e 

inmediatamente, de oficio o a pctici6n de parte interesada, cuando 

esté comprobada en la averiguaci6n previa el cuerpo del delito de 

que se trate. 

5) Solicitar la aplicaci6n de la DEd.ida precautoria de arraigo. 

B. Fn el ejercicio de la acción penal. 

1) Ejercitar la acción penal ante los tribunales canpetentes por los 

delitos del orden ccxnún. 
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2) Solicitar las 6rdenes de aprehensi6n de los presuntos 

responsables, conforme a lo dispuesto por el artículo 16 

Constitucional. 

3) Determinar los casos en que proceda el no ejercicio de la acción 

penal, conforme a lo dispuesto por el artículo 16 de nuestra _Carta 

Magna. 

4) Poner a disposición de la autoridad canpetentc sin demora, a las 

personns detenidas en los casos de flagrante delito o de urgencia. 

C. Intervención coon parte en el proceso. 

l) Remitir al 6rgano jurisdiccional qUC! lo haya solicitado a las 

personas aprchendidn.s, en cunplimicnto a una orden dada por 6ste. 

2) Pedir el aseguramiento precautorio de bienes, para los efectos de 

la reparación del daao. 

3) Aportar las pruebas pertinentes y proroover en el proceso las 

diligencias conducentes al debido esclarecimiento de los hechos; la 

canprobaci6n del delito, de la existencia del dai'lo y la fijación 

del roooto. 

4) Fomular conclusiones en los téaninos previstos por la ley. 

Solicitar la imposici6n de penas, Tredidas que corresponda y el 

pago de la responsabilidad del dai'l.o. 

5) Interponer los recursos y expresar los agravios correspondientes. 

Para el Cllllplimiento de sus atribuciones, el Ministerio Público podrá 

rec¡uerir inforues, docmentos y opinionC..:i de las dependencias y entidades de la 

administración pu"Dlica federal y de las correspondientes al Dcpartanento del 

Distrito Federal; a.sí caoo de las autoridades de las entidades federativas. TllmbiM 

podrá requerir infames y docwentos de los particulares (art. Bo. L.O.P.G.J.D.F.). 

Organización de la Procuraduría General de Justicia del Distrito 



- 41 -

Federal: 

La Procuraduda General de Justicia del Distrito Federal, está 

presidida por un Procurador, quien es el jefe de ln institución; cuenta también con 

órganos auxiliares, para el descmpci'\o de sus funciones. La Ley Orgánica de la 

Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, en su artículo 9o. establece 

que "La Procuraduría contarli con servidores públicos sustitutos del Procurador en 

el orden que fije el reglanento y con los 6rganos y demás personal que sea 

necesario para el ejercicio de su.s funciones 1 con la competencia que fije el 

reglmoonto de esta ley, tomando en cuenta las previsiones presupuestales". 

El artículo 2o. del Reglamento Interior de la Procuraduría General de 

Justicia del Distrito Federal, seftala que Para el ejercicio de sus atribuciones, 

ñmciones y despacho de los asuntos de su competencia, la Procuraduría General de 

Justicia del Distrito Federal, contará con los siguientes servidores públicos y 

unidades administrativas: 

L Procurador General de Justicia del Distrito Federal. 

2. Subprocurador de Averiguaciones Previas. 

3. Subprocurndor de Procesos. 

4. Contralor Interno. 

S. Dirección General de Averiguaciones Previas. 

6. Dirección General de Policía Judicial. 

7. Dirección General de Servicios Periciales. 

8. Dirección General de Control de Procesos. 

9. Direcci6n de Consignaciones. 

10. Direcci6n de Representación Social en lo Familiar y Civil. 

11. Dirección General Tt1cnico Jurídica y de Supervisión. 

12. Dirección General de Administraci6n y Recursos Humanos. 

13. Dirección de Administración. 
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14. Dirección de Recursos Hunanos. 

15. Dirección de Programación de Actividades y Recursos. 

16. Dirección del Instituto de fo[1Jlilci6n Profesional. 

17. Dirección de Coordinación Interna y 

18. Dirección de Prensa y Difusión". 

El artículo 10 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de 

Justicia del Distrito Federal, establece que 11Los servidores públicos sustitutos del 

Procurador, lo auxiliarán en les funciones que esta ley le encomiende y, por 

delegaci6o que haga el titular m?diante acuerdo, rcsolver.!Sn los casos en que se 

consulte el no ejercicio de la acción penal y ta forrnuloci6n de conclusiones no 

acusatorias, así com::> 1n consulta que el a&>ente del Ministerio Pu'Olico fooulc a las 

prevenciones que la autoridad judicial acuerde, en los tt'.!nninos que la ley 

establezca, a prop6sito de conclusiones presentadas en lD1 proceso o de actos cuya 

consecuencia sea el sobreseimiento del proceso o la libertad absoluta del inculpado 

antes de que se prommcie la sentencia. 

Requisitos para ser Procurador General de Justicia del Distrito Federal. 

El Procurador General de Justicia, será nombrado y rem:>vido librCllX!nte 

por el Presir' ,te de la República, de quien dependerá en forma directa, de acuerdo 

a lo que establece el artículo 73, fracci6n VI, inciso 60. y el artículo 89, 

fracci6n ll de la Constituci6n Pol!tica de los Estados Unidos Mexicanos (art. 12 

L.O.P.G.D.F.). 

El Procurador General de Justicia hará la protesta de su cargo ante el 

Presidente de la República (art. 25 L.O.P.G.J.D.F.). 

Para poder ser Procurador General de Justicia del Distrito Federal es 

necesario reunir los núsioos requisitos que para ser Mar;istrado del Tribl.Ulal Superior 

de Justicia del Distrito Federal. 

El artículo 26 de la Ley Orgánica de los Tribunales de Justicia del 

Fuero Cooún del Distrito Federal, sei'iala los requisitos para poder ejercer las 

funciones de Magistrado, y son: 
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a) Ser nexicano por nacimiento, en ejercicio de sus derechos civiles y 

políticos. 

b) No tener me.nos de 30 ai1os de edad, ni más de 65, el día de la 

designación, pero si al concluir el ejercicio sexenal excedieren de 

esta edad, podrán ser nanbrados para el siguiente período hasta 

alcanzar los 70 ai\os, en que serán restituidos. 

e) Ser abogado con título debidamente registrado en la Dirección 

General de Profesiones. 

d) Acreditar, cuando trenos, 5 años de práctica profesional. que se 

contarán desde la fecha de la expedición del título. 

e) Gozar de buena reputación. 

f) No haber sido condenado, por delito que arrerite pena corporal de ro.is 

de un ai'io de prisión, pero si se tratase de robo, fraude, 

falsificaci6n, abuso de confianza u otro que lastime serieirente la 

buena fama en el concepto público, inhabilitará para el cargo, 

cualquiera que haya sido la pena. 

g) Haber residido en el país durante los últimos tres años, salvo en el 

caso de ausencia en servicio de la República por un tiempo rumor de 

seis IIEses. 

El Procurador General de Justicia deberá residir en el lugar en donde 

tengan su asiento los poderes federales. 

Los servidores públicos sustitutos del Procurador, serán nombrados y 

resoovidos libremente por el Presidente de la República. Rendirán la protesta de 

tana de su cargo ante el Procurador, los que deben reunir los misur;>s requisitos 

exigidos para ser Procurador General de Justicia (art. 13 L.O.P.G.J.D.f.). 

Requisitos para ser Agente del Ministerio Nblico del Distrito Federal: 

a) Ser ciudadano mexicano, en pleno ejercicio de sus derechos. 
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b) Acreditar la observancia de buena conducta y que no ha sido 

sentenciado ejecutoriamente como consecuencia de ser responsable de 

algún delito doloso. 

e) Ser Licenciado en Derecho, con título legallrente expedido y 

registrado en la Dirección General de Profesiones. El Procurador 

podrá dispensar del requisito de títulos a los Agentes 

Investigadores de las Islas Marías, cuando así lo requiera la 

necesidad del servicio. 

d) Los Agentes del Ministerio PuDlico Auxiliares y Supervisores, 

deberá tener por lo UEnos tres años de ejercicio profesional (art. 

l~ L.O.P.G.J.D.F. ). 

lrrecusabilidad del Ministerio Público. El artículo 26 de la Ley 

Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal establece que 

"Los agentes del Ministerio Público no son recusables, pero deben cxcuaarse del 

conocimiento de los asuntos en que intervengl!Il, cuando exista alguna de las causas de 

impedimentos que la ley sei1ala en el caso de los Magistrados y Jueces del orden 

cOIIl'.in". 

J· ~.npacidad del Ministerio Público. Los agentes del Ministerio Público 

y sus secretarios estarán incapacitados para desempei'iar otro puesto oficial. excepto 

en aquellos casos en que lo autorice el Procurador, cuando no sean incompatibles con 

las ftmciones que desempei'tan, y las de carácter docente. 

No podrán ejercer la abogada, sino por causa propia de su cónyuge, 

concubina. de sus ascendientes o descendientes 1 de sus hermanos, adoptante o 

adoptado. Tampoco podrán ejercer ni desempeñar las funciones de depositario, 

apoderado judicial, tutor 1 curador. albacea judicial a no ser que tengan el carácter 

de heredero o legatario. También existe el miSlIJl impcdi.n:ento para ser síndico, 

administrador, interventor en quiebra o concurso, corredor, comisionista, árbitro o 



45 

arbitrador (art. 27 L.O.P.G.J.D.F.). 

Auxiliares del Ministerio Pl'.iblico del Distrito Federal: 

l. La Polic:Ca Judicial. Este organisnx> act11a bajo la autoridad y el 

mando inmediato del Ministerio Público, de acuerdo a lo dispuesto 

por el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. Su función consiste en auxiliar al Ministerio 

Nblico en la investigación de los delitos del orden canGn. 

Tiene facultades para recibir denuncias y querellas, pero sólo 

podrá recibirlas cuando por la urgencia del caso, no sea posible 

hacerlo directamente ante el Ministerio Público, pero deberá dar 

aviso inmediato a éste para que acuerde lo que proceda 

legalmente. La Polic!n Judicial, conforme a las órdenes que se 

le dicten, desarrollará las diligencias que deban practicarse 

durante la averiguación previa y s61o para los fines de ésta. 

Por otra parte, C1.D1plirá las citaciones, notificaciones y 

presentaciones que se le ordenen y ejecutará las 6rdenes de 

aprehensi6n, los catees y otro mandamiento que emita la autoridad 

judicial (art. 21 L.O.P.G.J.D.F.). 

II. Los Servicios Periciales de la Procuraduría General de Justicia 

del Distrito Federal. Estos actuarán bajo la autoridad y mando 

del Ministerio Público 1 sin perjuicio de la autonan!a técnica 

que les corresponda en el estudio de los asuntos que se someten a 

su dictamen (art. 22 L.O.P.G.J.D.F.). 

III. La Policía Preventiva. Este organisioo es auxiliar del Ministerio 

Nblico, la cual debe obedecer y ejecutar las órdenes que reciba 

de éste, en todos los asuntos en que intervengan con ese 

carácter (art. 11 L.O.P.G.J.D.F.). 
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Los auxiliares del Ministerio Público deben dar aviso de irrnediato a 

éste, en todos los asuntos en que intervengan con ese carácter Cart. 25 

L.O.P.G.J.D.F.). 

Requisitos para ser Agente de la Polida Judicial: 

a) Ser ciudadano mexicano en pleno ejercicio de sus derechos. 

b) Acreditar que se ha observado buena conducta y no haber sido 

sentenciado ejecutorimmmte COIOO responsable de delitos dolosos. 

e) Haber concluido por lo nenos lo enseilam:.a secundaria Cart. 14 

L.O.P.G.D.F.). 

Requisitos para ser Perito Oficial de la Procuradurla General de 

Justicia del Distrito Federal: 

a) Ser ciudadano mexicano, por nacimiento o naturalización, en pleno 

ejercicio de sus derechos. 

b) Acreditar que se ha observado buena conducta y oo haber sido 

sentenciado ejecutoriauelte COIOO responsable de delitos dolosos. 

e) Tener titulo legalo?nte expedido y registrado por la Dirección 

General de Profesiones, relativo a la especialidad sobre la que 

determinará, y acreditar que se poseen los conocimientos necesarios 

para dictaminar, presentando el certificado que e..."t¡>ida al Instituto 

Nacional de Ciencias Penales. 

Si se trata de actividades o profesiones no regl8111'.?ntadas en la ley o no 

ittpartidas por el Instituto Nacional de Ciencias Penales, se canprobarán los 

cooocimientos por cualquier DEdio, pero se deberá contar con una práctica mínima 

de tres M.os (art. 1-l L.O.P.G.J.D.F.). 

Para ingresar o permanecer al servicio de la Procuraduría General de 

Justicia del Distrito Federal en cualquier categoría (agente del Ministerio Público 

o de la Polida Judicial, o de los Servicios Periciales), es necesario presentar y 



- 47 

aprobar los e.xálrenes de ingreso y acreditar los cursos que imparte la institución 

para su formaci6n y D!jormniento profesional (art. 15 L.O.P.G.J.o.F.). 

El Procurador General de Justicia del Distrito Federal podrá expedir los 

acuerdos, circulares y manuales de organización y procedimiento, necesarios para el 

ejercicio de las funciones de la Procuradur{a. Tmnbién podrá resolver por si o 

por conducto del ftmcionario que determine, sobre el ingreso, la prOOJJCi6n, la 

adscripción, las remmcias, las sanciones y los estfnJ.Jlos de sus subalternos. El 

Procurador o, por delegaci6n de ~stos otros servidores puDlicos de la dependencia, 

facultados expresmoonte por el reglBllElto; podrán adscribir discrecionalDx?nte al 

personal de la instituci6a al estudio, dictauen y actuaciones en casos especiales. 

El personal de la Procuraduría podrá auxiliar a otras autoridades que legalnelte se 

lo requieran, para el desempeño de actividades ccxnpatibles con las ftmciones de 

aquél. Esto se hará por acuerdo e:nitido en forma discrecional por el Procurador o, 

por delegaci6n de ~te. (art. 17, 18 y 19 L.O.P.G.J.D.F.). 
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CAPTl'Ul.D 111 

IN!'ERVmclON 

DEL 

HlNISl'ERIO PCBLICO 

Ell LOS 

JUICIOS C1VlUS 

El Ministerio Público como ya se mencionó, es una Institución que tiene 

a su cargo velar por los intereses tanto de la sociedad ccxoo del Estado, intervine en 

las distintas ramas del derecho, en todos aquellos asuntos en que tenga interés o 

sea parte; destaca su intervención en el proceso penal por tener el toonopolio del 

ejercicio de la acción penal, sin que esto implique que sea secundaria su actuaci6n 

en otras materias del derecho. 

En los juicios civiles el Ministerio Pu'blico desempci\a una importante 

función social, ya que en éstos se involucran intereses de carácter privado. 

Acttía en estos juicios dicha Instituci6n, no sólo CQOO representante y defensor 

del interés l- Jblico, sino también, se encarga de velar por los intereses de los 

particulares. De aqOOllos que por alguna circunstancia no cstA:n en posibilidad de 

defenderse, como son los ausentes, uenores y desvalidos. Protege el Ministerio 

Público tanto los intereses sociales coroo los individuales, ya que se pueden 

involucrar al m.isaro tiempo los intereses privados con los intereses de la sociedad y 

del Estado. 

t.a intervención del Ministerio Pu"'blico (35) en los juicios civiles 

(35) Castro, Juventino V. ''El Ministerio Público en México, Oh. cit. pp. 158, 163 

y 164. 
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carece de fundmrento constitucional, siendo la legislación secundaria la que va a 

señalar cuándo, cáoo y bajo que lineamientos intervendrii esta instituci6n: ya que 

la materia civil es de orden ccm:in y se encuentra regulada por la legislación de 

cada uno de los Estados de la Federación. 

El artículo 2o. , fracción Ill de la Ley Orgánica de la Procuradurta 

General de Justicia del Distrito Federal, sei'lala que el Ministerio ~blico del 

Distrito Federal está presidido por el Procurador General, el que tiene un carácter 

de representante social teniendo caoo funciones entre otras, la de proteger los 

intereses de los roonores, incapaces, as! CCXOCt los individuales y sociales en 

general, en tos términos que seilalen las leyes. 

El artículo So. del ordenamiento citado, establece que "La protección de 

los tumores o incapaces, consiste en la intervención del Ministerio Público en los 

juicios civiles o familiares en que se tramiten ante los tribunales respectivos en 

los que aqu6llos sean parte o los juicios en que le corresponda hacerlo, en su 

carácter de representante social en los términos que sei\alen las leyes". 

El Ministerio Público en los juicios civiles puede intervenir en 

diferentes formas: como actor, como demandado, cmn demmciante público y como 

opinante social. 
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CXMJ ACTOR 

El Ministetio Público interviene ccxoo actor en los juicios civiles 1 

cuando se encarga de velar por los intereses de determinadas personas _que requierim 

de su especial patrocinio o corm representante de una entidad. 

El maestro Becerra Bautista (36) nos dice al respecto que: 11 ;~-el 

Ministerio Público p.Jede ejercit<lr, cam actor, algurul.9 acciones ante los órganos 

jurisdiccionales. 

"Esto significa que puede tener la calidad de parte en Un proceso civil, 

pero debenns advertir que se trata de una parte sui gc:neris, de una parte imparcial, 

caoo la llama Carnelutti, que no persiguu un interés propio o ajeno, sino solarrente 

la rcalizaci6n de la vohmtad de ln ley, según cnsci'ia Sattaº. 

A continuaci6n señalareaJJ.s algunos casos en loa que interviene el 

Ministerio Público cam actor: 

Está facultado para ejercitar las acciones de nulidad del matriroonio por 

existir parentesco entre los c6nyugcs, cuando anteceda un adulterio canprobado 

judicialm:mte, o ruando se haya realizado un atentado contra la vida de un cónyuge 

para casarSl· :on el que qucrle libre, asf lo disponen los artículos 242, 243 y 2M 

del C6di&o Civil para el Distrito Federal. 

Tambi6n puede ejercer ln ncci6a de nulidad de matrim:mio, C'lllllldo exista 

vínculo rnatrÍllllnial anterior nl nx:m?nto de contraer otro. As{ m.iS100, puede 

solicitar la nulidad del mo.tdm:mio por la falta de formalidades esenciales para la 

validez del vntrúoonio (arts. 248 y 249 C.C.D.F.). 

(36) Becerra Bautista, José. ºEl Proce.so Civil en M&tico", FA. Porrúa, S.A., 

México 1979 1 p. 26 s. 
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El artículo 315 del Código Civil para-_ el Distr:ito ~~eral, establece que 

"Tienen acción para pedir el asegurmniento de los alimentos: 

"l. El acreedor alimentario¡ 

"II. El ascendiente que le tenga bajo_ su patr~8· ~~~stad; 

"111. El tutor; 

111v. Los hermanos y dcm5s- parientes colati!r81E!s'dehtro.del cuatro grado; 

''V. El Ministerio Público". 

El Ministerio Público podrá ejercer la acción contradictoria del 

reconocimiento de un ttnor de edad, cwmdo se hubiere cfcctull.do en perjuicio del 

trenor (.art. 368 C.C.D.F.J. 

Esta institución tiene la acción para que se le reembolse al nobierno 

los gastos que hubiese hecho en alilrentos y educación en favor de incapaces 

indigentes, existiendo parientes de l!stos legalnente obligados a proporcionarles 

aliIIEntos y educación (art. 545 c.c.o.r.). 

El Ministerio Público puede ejercer la acción para que los bienes que 

hayan sido declarados vacantes le sean adjudicados al fisco federal {art. 787 

c.c.o.F.J. 

El Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, en su 

articulo lo. establece que "S6lo puede iniciar un procedimiento judicial o 

intervenir en él, quien tenga interl!s en que la autoridad judicial declare o 

constituya tm derecho o impong.1. una condena y quien tent;.'l el interés contrario. 

"Podrán promover los interesados, por S{ O por BUS representantes O 

apoderados, el Ministerio Público y aquéllos cuya intervención est~ autorizado 

por la ley en casos e::ipcciales". 

Tiene la focultud el Ministerio Nblico, de apelar el auto de nprobclci6n 

de cuenta de los tutores, al igual que el auto de desaprobación {art. 912 

C.P.C.D.F. J. 
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Cuando se lleve a cabo el exaioon de cuenta del tutor, y de dicho examen 

resulten motivos graves para sospechar del tutor dolo, fraude o culpa lata. Podrá 

iniciarse el juicio de separaci6n de tutor, pudiendo hacerlo el Ministerio Pt'.iblico 

o a petición de parte (art. 913 C.P.C.D.f.}, 

El Ministerio Público está facultado para representar al que no 

estuviere presente en el juicio, o que no tuviere persona que legít~te lo 

represente y la diligencia de que se trate fuese urgente o perjudicial su dilación 

(art. 48 C.P.C.D.F.). 
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com Da1ANDAOO 

Otra de las formas en que puede intervenir el Ministerio Público (37) en 

los juicios civiles es caro demandado, El maestro Juventino V. Castro sei'lala al 

respecto, que esta institución intervendrá asumiendo la representaci6n de ciertas 

entidades o personas públicas, "Ccxro cuestión destacable debe recordarse que el 

art!culo 779 del C6digo Civil del Distrito Federal dispone que el Ministerio 

Pu"blico será la parte demandada en los juicios entablados por una persona que 

reclaue COlll'.> de su propiedad un bien m:>strenco depositado, o su precio si es que fue 

vendido por la autoridad m.micipal". 

Es importante señalar que el Código Civil para el Distrito Federal y 

Territorio de la Baja California de? 1884, Libro Segundo -de los bienes-, Caprtulo IV 

-de los bienes mostrencos-, en su artículo 716 establccla que: "Si durante los 

plazos designados por los arts. 712 a 715, se presl!Iltarc alguno reclamando la cosa, 

la autoridad política remitirá todos los datos del caso al juez canpetente, segíín 

el valor de la cosa, ante quien el reclmrente probará su ac:ci6n con audiencia del 

Ministerio Público". 

Considermoos que en el caso en cuestión, es m.1s acertado el criterio que 

manejaba el C6digo Civil de 1884 que el vigente. F.n virtud, si bien es cierto de que 

se trata de un bien roostrenco, en este caso sería más apropiado demandar la 

propiedad a la ttl.lllicipalidad, puesto que 1fata caro autoridad sería la que podda 

en últinx> caso detentar la propiedad del bien. Por lo que en consecuencia debe de 

ser con audiencia del Ministerio Público com::> representante social, y no corro 

demandado. 

(37) Castro, Juventino V. 11 El Ministerio Público en México", Ob. cit. p. 164 y 165. 
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Cabe conclu[r que es erróneo que a la institución del Ministerio 

Público se le dl! el carácter de demandado, puesto que su función consiste en 

velar por los intereses sociales y estatales, actuando caro representante social. 

As! mismo, caoo ya se mencionó en el Capitulo II, uno de los principios 

fundruoontales que rigen a dicha institución es el de irresponsabilidad, ya que con 

motivo de su actividad no puede atribuirsele la comisión de tm delito por ser una 

Instftuci6n de b.lena fé, Lo que no significa que sus agentes no sean responsables 

de actos o delitos que lesionen intereses públicos o privados 1 siendo irresponsable 

el Ministerio Pííblico 1 no pudiendo atribu!rle a esta Institución el carácter de 

demandado. 
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COMl DENUNCIANTE PUBLICO 

El Ministerio Ptlblico caro denunciante, se encarga de velar por los 

intereses y derechos de la sociedad o del Estado 1 de los menores o incapacitados 1 

interviniendo en todas aquellas cuestiones de inter~s público. cuando resulten 

afectados o lesionados dichos intereses, ¡x>drá intervenir esta ínstituci6n 

realizando les denuncias que correspondan a fin de evitar el daiio o la reparación 

del misuo. 

Ccm> denunciante pu'blico, podenos seaalnr lo que establece el C6digo 

Civil pare el Distrito Federal en su ertrculo 53, que faculta al Ministerio Público 

para que cuide que las actuaciones e inscripciones que se hagan en las formas del 

Registro Civil se realicen conforrre a la ley. 

El artículo 422 del ordenamiento citado, establece que si las personas 

tuvieran a un hijo bajo su patria potestad y no lo educasen convenientenente, los 

consejos locales de tutela debcr!n avisar al Ministerio Público para que éste 

prouueva lo que corresponda. 

En la declaración de herederos ab intestato, una vez que éstos hayan 

justificado el lazo que los une con el finado lde cujus), se practicad una 

diligencia en la que presentarán dicha justificación con citación del Ministerio 

Nblico, quien dentro de los tres dins que sigan al de la diligencia debe fomular 

su pedimento. Si considera que dicha justificación es incompleta, se dará vista a 

los interesados para que subsanen la falta, así lo dispone el articulo 802 del 

Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal. 

El Ministerio Público puede pedir se declare el estado de minoridad o de 

incapacidad de una persona, para sujetarla a tutela (art. 902 C.P.C.D.F.). 
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ctt10 OPINANTE SOCIAL 

Al intervenir el Ministerio Público (38) en los juicios civiles cooo 

opinante, realiza una importante ñmci6n, en virtud de que tiene facultad y el deber 

seeún lo seiialen las leyes, de emitir su parece[' sobre el asunto de que trate el 

juicio. Dicha opini6n deberá ser tomada en cuenta por el juzgador antes de resolver 

la cuesti6n. 

E.s vasto el campo de acci6n de esta instituci6n en calidad de 

opinante social en cuestiones judiciales. Interviene por ejemplo, en el caso de 

reconocimiento de hijos. "Cuando el padre y la madre que no vivan juntos reconozcan 

al hijo en el misno acto, convendrán cual de los dos ejercerá su custodia; y en 

caso de que no lo hicieren el Juez de lo Familiar del lugar, oyendo a los padres y al 

Ministerio Público, resolver4 lo que creyere más conveniente a los intereses del 

uenor". As! lo dispone el artículo 380 del Código Civil para el Distrito Federal. 

Si el reconocimiento del roonor se hiciere en formar sucesiva por los 

padres, ejerceC"á la custodia el priIIEro que lo lrubiere reconocido salvo que hayan 

convenido otra cosa los padres. Podrá el juez de lo familiar mxlificar el convenio 

si existe a~ .ma causa grave, oyendo a los padres y al Ministerio Público (art. 381 

c.c.o.F.l. 
El artículo 722 del ordenamiento citado, establece que el Ministerio 

Público velará por los intereses del ausente; debiendo ser oído en todos los 

juicios que tengan relaci6n con él, y en las declaraciones de ausencia y 

presunci6n de uuerte. 

Fn el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, también 

(38) Castro, Juventino v. "El Ministerio Público en Héxico11
1 Ob. cit. pp. 166 y 

167. 
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encontrruoos disposiciones sobre la ftmci6n del Ministerio Público coroo opinante 

social. Esta institución debe ser oída en cuestiones ccxnpetenciales que afecten los 

derechas de familia (arts. 165 y 166); en la ejecuci6n de sentencias dictadas en el 

extranjero (art. 607); en las juntas de avenencia de cónyuges en juicio de divorcio 

(arts. 675 y 676); en la enajcnaci6n de bienes en los concursos (art. 764); en la 

apertura de testa:nento cerrado (art, 877); en el exruoon anual del discernimiento de 

cargos de tutores y curadores (art. 910); en la venta de bienes de menores o 

incapacitados (art. 916); en la informaci6n ad perpetuam (art. 927). Interviene en 

forma limitada el Ministerio PGblico en materia de justicia de paz, en los t~nninos 

del artículo 6o. del Título Especial de Justicia de Paz. 

El artículo 938 del C6digo de Procedimientos Civiles para el Distrito 

Federal, establece que se pueden tramitar corro incidente, en los que se debe escuchar 

al Ministerio Puñlico, en los siguientes casos: la autoriz:aci6n que soliciten los 

emancipados para enajenar o gravar bienes raíces o para ccinparecer en juicio. El 

permiso para que los c6nyuges celebren contratos entre ellos, o para obligarse 

solidariruoonte o ser fiador uno del otro en los casos del artículo 175 del Código 

Civil. La aclaración de actas del estado civil cuando se trate de errores 

gramaticales o rrccanográficos, de las letras o palabras concernientes a la real 

identificación de la persona. 
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El Ministerio Público que ccxoo ya hemos visto, es el representante de 

los mtis altos valores roorales sociales ya que desempeña en materia civil 

funciones de alta importancia como las que heloos visto en este trabajo. 

Es en la materia civil donde con mayor simplicidad se puede comprender la 

importante flmci6n social que el Ministerio Público tiene ya que en el juicio 

civil se versan intereses de carácter privado, y la intervención del Ministerio 

Público en él no se reduce tan s61o a representar y defender el interés 

público dentro de este juicio de carácter privado, sino también y de manera 

principal!sima, velando por los intereses particulares de quienes por alguna 

circunstancia no están en aptitud de defenderse, dea1Jstrando que el interés 

general se establece tambi~ en esos casos que per.siguen el interés privado, 

viniendo a llenar el Ministerio Público la funci6n altísima de síntesis 

coordinadora e integradora de los intereses sociales e individuales. 

Queda as{ denDstrada la trascendental importancia de la función social 

del Ministerio Pu"'blico en Materia Civil, en su doble aspecto de vigilante de 

intereses públicos y de intereses privados' en consorcio supreno de equilibrio. 

El pri.Joor problema por resolver, en cuanto a la intervención del 

Ministerio U"'b1i.co en Materia Civil, e~ el de dilucidar cu!ndo debe realizarse 

dicha intervenci6n: ¿Debe intervenir siempre que interese al 6rden público 

algún asunto o al inter~s de algíín particular colocndo un estado de 

indefensión; o bien, tan sólo en aq~llos casos en que expresairente la ley lo 

faculte para que intervenga con la personalidad que ella misma le seHala? 

La pri.Joora soluci6n parecería la m.!is acertada, pues en ~sa forma el 

Ministerio PGblico se mostrada cano un celoso vigilante del 6rden e inter~s 

público sin olvidar los intereses privados que requieren su particular atención, 

interviene en todos los casos en que haya una mrenaz.n contra ellos. Pero en esa 

modalidad sus funciones se ven dispersas y los peligros que surgen con tan amplio 
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arbitrio ya pof inercia en sus actividades, o por exceso en su intervención 

hadan nugatorias las ventajas de su actuación. 

El artículo So. de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 

República, vigente a partir de 1984, resuelve a este propósito: la protecci6n de 

los trenores o incapaces, consiste en la intervención del Ministerio P\lblico en 

los juicios civiles o familiares que se tramiten ante los tribwlales respectivos, 

en los que aquéllos sean parte o de aleona manera puedan resultar afectados. 

Tmnbi~n intervendrá en los juicios en que le corresponda hacerlo, en su carácter 

de representante social, en los términos sci'talados en las leyes. 

De lo anterior resulta aclarado que es la Legislación concreta la que va 

precisando cuándo, cáoo y bajo que lineamientos interviene el Ministerio Público 

del Distrito Federal en los juicios civiles. 

No siempre interviene el Ministerio Público en los juicios civiles 

un misuo carácter. Lo puede hacer corro actor o representante de intereses de 

determinadas personas que requieren de especial patrocinio, caoo demandado 

asumiendo así la representaci6n de distintas entidades o personas públicas, com:> 

denunciante público de diferentes cuestiones que ninguna otra parte puede tomar 

bajo su patrocinio; corro personero autorizado para formular pedimentos en favor de 

intereses pablicos o privados que están desprotegidos o bien finalmente como un 

verdadero y significado opinante social. 

De todo lo anterior poderros conclu{r que la tll..lltiplicidad de roles 

elevados al Ministerio Público en materia de juicios civiles, es de gran 

importancia es por eso que se le debería exigir mayor participaci6n al Ministerio 

Público dentro de los procesos en los que la ley le otorga la facultad de 

intervenir ya que al carecer de apoyo constitucional la Instituci6n del Ministerio 

Ptíblico dentro de los juicios civiles y familiares su intervenci6n no es tan 

eficaz, COtOO lo es en el proceso penal. Por lo que siento que sedan de gran 
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importancia realizar una reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos en donde constitucionalmente su intervenci6n esté debidamente apoyada 

por la Carta Magna. 
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CAPinlW IV 

INl'ER'mlCION lll!L HINlSTERIO P!!BLICX> 

EN IDS JOICIOS FAMILIARES 

El derecho tiene corro finalidad o propósito esencial el de regular la vida 

del hanbre en la sociedad, esto es, la que el hombre realiza, tanto en forma 

individual conn colectiva. Siendo la familia la base sobre la cual se sustenta la 

sociedad y por la importancia trascendental que la misma tiene en la evolud6n y 

desarrollo de ésta, es que el derecho se avoca a su. estudio estableciendo todo un 

sistema de normas que tienden a su protección y preservación. 

La familia es una institución, de la cual se derivan otras instituciones, 

las que a su vez generan derechos y obli~aciones que son tratadas por otras ramas del 

derecho e inclusive por otras ciencias. 

Los actos que mayor relevancia tienen en lo vida del hOO\bre indudablrniente 

son en relación a la familia, desde su nacimiento hasta su rwerte. El estado tiene 

entre otras funciones la de velar por el cuidado y conservaci6n de las instituciones 

que lo integran, implantando para ello normas, sistemas y mecanismos, as! cOlOO otras 

instituciones entre las que destaca el Ministerio Público. 

A lo largo de los tres capítulos anteriores se ha hecho referencia a la 

naturaleza, función y organizaci6n del Ministerio Píiblico. r.n este 1'.Utimo 

capítulo se tratará lo relativo a la intervenci6n que tiene esta instituci6n en 

los juicios familiares, siendo de suna importancia. 

CUando se habla del Ministerio Píiblico, la mayoría de las personas lo 

relacionan y ubican en el ámbito penal, pero, no ea su único campo de acción, ya 

que también interviene en los juicios civiles, familiares, concursales, así corro 

también en el juicio de amparo, toda vez que su ñmci6n priroordial es la de velar 

por la conservaci6n del orden jurídico establecido, sin el cual el estado no 

podr!a llevar a cabo sus fines y la soeiedad no proiresarla. 
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DIVORCIO 

Antes de seftalar cOOio interviene el Ministerio Público (39) en los juicios 

de divorcio. es importante mencionar qué se entiende por mntrinx:mio y divorcio. El 

maestro Rafael De Pina define el matriloonio 11 ••• como un acto bilateral, so1Bmte1 en 

virtud del cual se produce entre dos personas de distinto sexo una conunidad 

destinada al cunplimiento de los fines espontáneamente derivados de la naturaleza 

h\Jl\at\a y de la situaci6n voluntariamente aceptada por los contrayentes ••• ". 

En ctumto al divorcio E'.duardo Pallares (40) seíiala que 11El artículo 266 del 

Código Civil vigente, define de IOOdo impl!cito el divorcio en cuanto al vínculo, 

al preceptuar lo siguiente: ''El divorcio disuelve el vínculo del IIliltrimonio y deja a 

los cónyuges en aptitud de contraer otro". 

"Produce en consecuencia dos efectos, mo negativo y otro positivo. Por el 

primero deja de existir el vínculo jurídico que obligaba a los cónyuges; por el 

segundo les otorga plena capacidad para volver a contraer matrimonio". 

El derecho mexicano en materia de divorcio presenta tres procedimientos 

distintos, dos para el divorcio por 1I1.Jtuo disenso y uno para el divorcio necesario, 

fundado en e 1lquiera de las causas que establece el artículo 267 del Código Civil 

para el Distrito Federal, con excepción del lll.ltUO disenso. 

El divorcio regulado por el artículo 272 del ordenamiento citado, menciona 

que cuando ambos cónyuges sean mayores de edad 1 no tengan hijos y hayan liquidado de 

ccniin acuerdo la sociedad conyugal, si bajo ese réginen se casaron, se presentarán 

personalmente ante el Juez del Registro Civil del lugar de su danicilio para 

(39) De Pina, Rafael. ''Elementos de Derecho Civil Mexicano'', v. 1, F.cl. Pornla, S.A., 

12o. 1 ed. 1 ~co 19861 p. 314. 

(40) Pallares, F.cluardo. "Diccionario de Derecho Procesal Civil11
1 Ob. cit. pp. 259 y 

260. 
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divorciarse¡ no siendo realroonte tm juicio, sino un procedimiento administrativo. La 

resoluci6n que lo declara 1 dictada por el Juez del Registro Civil, es un acto de 

cadcter administrativo. 

El divorcio fundado en cualquiera (41) de las causas enumeradas en el 

artículo 267 del c6digo ya mencionado, excepto la de mutuo disenso, se rige por las 

disposiciones relativas al juicio ordinario civil. 

Dispone el artículo 272 del Código Civil para el Distrito Federal, que los 

consortes en las circunstancias previstas para el divorcio administrativo pueden 

divorciarse por II1.Jtuo consentimiento, ocurC'iendo ante el juez competente en los 

términos que establece el C6clieo de Procedimientos Civiles para el Distrito 

Federal. 

En el divorcio por rrutuo consentimiento, los cónyuges convienen 

divorciarse, l42) para lo cual deberán concurrir al tribtmal competente presentando 

un convenio, que debe de reunir los requisitos que establece el artículo 273 del 

C6digo Civil para el Distrito Federal, as{ cc:mo una copia certificada del acta de 

matrinxmio y de nacimiento de los hijos menores (art. 674 C.P.C.D.F.J. 

Una vez dada entrada por el juzgado a la solicitud de divorcio, se citarti a 

los cónyuges y al representante del Ministerio Público a una ji.mta, en la cual el 

juez exhortará a los esposos a reconciliarse. Si no logra avenirlos, el juez 

aprobará provisionalmente el convenio; pero deberá intervenir el Ministerio 

Pt1blico con el objeto de revisar los puntos del convenio relativos a la situación 

de los hijos n~mores o incapacitados, a la separación de los c6nyuges, y a los 

alim?ntos de aqu~llos y los que un c6nyuge deba dar al otro mientras dure el 

(L,l) De Pina, Rafael y Castillo Larrai1aga, José. "Instituciones de Derecho Procesal 

Civil" 1 Ob. cit. p. 251 s. 

(42) Eduardo, Pallares. "El Divorcio en México" 1 Ed. Porrúa, S.A., Jo. ed., México 

1981, pp. 48 y 49. 
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procedimiento (art. 675 C.P.C.D.F.J. 

Después se llevará a cabo la segunda junta de avenencia, en la cual el 

juez volverá a exhortar a los c6nyuges po.ra que ·desistan de su pr6posito. Si 

insisten en su objetivo, y el convenio una vez que ha sido revisado ¡x;>r el Ministerio 

P11blico y quedan bien garantizados los derechos de los hijos menores o 

incapacitados 1 sin que el Ministerio Público haya opuesto algmia objeci6n al 

convenio¡ el juez dictará sentencia con la cual quedará disuelto el vínculo 

matrimonial (art. 676 c.P.C.D.F.). 

F.n el caso de quc el Ministerio Público se oponga a la aprobaci6n del 

convenio, por considerar que se violen los derechos de los hijos menores o que no 

quedan bien garantizados sus derechos, propondrá las IOOdificaciones que estitte 

conveniente y el tribunal lo pondrá en conocimiento de los c6nyuges, para que 

dentro del término de los tres d!as siguientes, manifiesten si aceptan o no las 

oxxlificaciones. 

F.n caso de que oo sean aceptadas, el tribunal resolverá en la sentencia lo 

que proceda conforne a la ley, teniendo especial cuidado de que queden debidanente 

garantizados los derechos de los hijos UX?nores o incapacitados lart. 680 C.P.C.D.F.). 

El .:mvenio debe de estar integrado debidanente en la forma prescrita por la 

ley, el juez no debe de admitir la demanda de divorcio, sino que deberá ordenar a 

los c6nyuges que adicionen el convenio con las estipulaciones que falten. F.n caso de 

no hacerlo as!, el Ministerio PuDlico deberá apelar el auto en que se admite la 

demanda y se ordena la tramitación del procedimiento.. El Ministerio Ptlblico puede 

oponerse a la aprobaci6n del convenio, únicmrente, cuando contenga estipulaciones 

contrarias a los derechos, necesidades y bienestar de los hijos menores de edad o 

interdictos. 

A la oposici6n del Ministerio PuOlico deberá recaer un decreto del cual 

se dará vista a los c6nyuges para que modifiquen el convenio de acuerdo con lo 

solicitado por dicha Institución. Si no lo hacen, el juez resolverá confoIDI! a la 
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ley. 

Es importante seiüllar que una vez que el convenio ha sido aprobado por el 

juez UE<liante sentencia ejecutoria, la violaci6n del misrro no da lugar a su 

rescisi6n para obtener mediante ella que las cosas welvan al estado que ten!nn 

antes de haberse celebrado; los consortes tienen el derecho de pedir el cumplimiento 

forzoso del convenio. 1.a sentencia que apruebe un convenio irregular, debe ser 

apelada por el Ministerio Público, pero si ésta alcanza la autoridad de cosa 

juzgada, será inatacable. 

En el juicio de divorcio vollmtario, el Ministerio Público interviene para 

velar por los derechos e intereses coorales y patri.rooniales de los hijos aenores de 

edad e interdictos, velando tambi~n para que se cunplan debidarrente las leyes 

relativas al matrim:mio y al divorcio. 

Fn cuanto al divorcio necesario, éste se puede praoovcr por el c6nyugc 

inocente de acuerdo a lo que establecen los artículos 267 y 268 del C6digo Civil 

para el Distrito Federal, y se rige por las disposiciones relativas al juicio 

ordinario civil. Cabe seHalar que no obstante la importancia social que tiene este 

juicio, el Mini::iterio Público no interviene ccxoo parte, cano sucede en el juicio de 

divorcio voluntario. 

El maestro F.duardo Pallares (43) nos dice que: "No obstante la trascendencia 

social del juicio de divorcio contencioso, no es parte el Ministerio PGblico 1 cano 

lo es en el divorcio voluntario. No se explica esta ancmaUa porque tanto en tmo 

caoo en otro, están de por aedio los derechos y el porvenir de los hijos, que son 

las primeras víctimas inocentes de la rotura del vínculo conyugal. El C6digo no 

tan6 en cuenta esta circunstancia, y sobre ellos puede recaer las malas pasiones de 

los c6nyuges 1 sus deseos de venganza e incluso de sus odios, al extreno de que, ante 

(43) Pallares, Eduardo. Ob. cit. pp. 98 y 99. 
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la Su¡>rem'.1 Corte de Justicia, se pretendi6 obtener de ella un fallo que quitara a la 

m.3.dre el derecho de ver a sus hijos, derecho que la ley no le otoq;a 1 porque procede 

de la naturaleza y µJede decirse que es de origen divino". 

Por nuestra parte coincid:Uoos con la opini6n de este autor; consideraroos 

que sería benéfico G.ue el Ministerio Público al igual que en el juicio de divorcio 

voluntario interviniese COIOO parte en el divorcio necesario, con el fin de proteger 

los· derechos de los hijos nenores e interdictos, por ser éstos de interés puDlico. 
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JUICIOS SUCESORIOS 

Se puede entender por (44) juicios sucesorios " ••• a los procedimientos 

universales m:::irtis causa que tengan por objeto la tramitación del patriloonio del 

aut.or de la sucesi6n 1 en favor de sus herederos o legatarios ••• 11
• 

Hay dos clases de juicios sucesorios: (45) las testamentarías y los 

intestados. Las primeras se dan cuando habiendo dejado expresa su volt.Dltad el autor 

de la sucesi6n de lm testmoonto, la tramitación del patrimonio hereditario se debe 

realizar de acuerdo a lo establecido en dicho tcstmrento. Los inteBtados o ab 

intestato tienen su origen en la falta de testwoonto, cuando el autor de In sucesi6n 

haya fallecido sin haber dictado su testaimnto, por lo cual la trmnitaci6n del 

patrimonio hereditario debe llevarse a cabo de acuerdo a las reglas de la sucesión 

legítima (artículos 1599 a 1637 del Código Civil para el Distrito Federal). F.n 

ambos se liquida el patrim:mio del autor de la sucesi6n, pero antes de hacerlo es 

necesario determinar qui6nes son los herederos, acreedores y deudores del de cujus, 

y cuáles los bienes que constituyen el haber hereditario. Esto da lugar a que los 

juicios sucesorios tengan varios pcr!cxfos, que son los siguientes: 

a) El de aseguramiento de los bienes hereditarios. 

b) El reconocimiento de los derechos hereditarios. 

c) El inventario y avall'ío de esos bienes. 

d) El de conocimiento y aprobaci6n de las cuentas de administraci6n de los 

albaceas. 

e) El de divisi6n y adjudicaci6n de bienes. 

(44) Ovalle Favela, José. ºDerecho Procesal Civil", F.d. HARLA, S.A., México 19801 

p. 334. 

(45) Pallares, F.duardo. 11Direccionario de Derecho Procesal Civil11
1 Ob. cit. P• 499. 



68 

Los 6rganos y sujetos que intervienen en los juicios (46) sucesorios son: 

1.- El Ministerio Pu'Olico, que actúa 'caro represJ?ntante de los herederos 

ausentes, menores o incapacitados sin representante legítimo y de la Beneficencia 

Píiblica. 

2.- El albacea, que es el administrador de los bienes hereditarios y debe 

seC" nombrado por el testador, los hercdcr:os o el juez. 

3.- El interventor, es nombrado por los herederos inconfortres, con el 

nombramiento previo del albacea hecho por la mayada, tiene COU'O función la de 

Vi&ilar el exacto cumplimiento del cargo de albacea. Hay también otra clase de 

interventor. para cuando pasados diez días de la muerte del autor de la sucesi6n, 

no se presenta el test~nto, o cuando en él no está nombrado el albacea, o si no 

se denuncia el intestado. Este tipo de interventor funciona s61o cano un simple 

depositario de los bienes hereditarios hasta que se nanbrc el albacea. 

4.- Los herederos y le,satarios, cuya participaci6n nonnalmente tiene por 

objeto obtener la adjudicaci6n de la porci6n hereditaria o el legado que les 

corresponde respcctivnmente. Los herederos tmnbién integran la junta de herederos. 

Los herederos o legatarios trenores de edad o incapacitados deben ser representados en 

el juicio ¡.._ r sus tutores y, en su defecto, por el Ministerio Público. 

S.- El representante de la Beneficencia Pública para cuando, no habiéndose 

reconocido a ruu:!ie derechos hereditarios o habiéndoselos reconocido s6lo a la 

concubina, se tenga a aquélla corno heredera. 

6.- El juez. 

7 .- El tribunal de segunda instancia. 

El C6digo de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal establece Cjue 

cuando el tribunal tenga conocimiento sobre la nruerte de una persona, deberá de 

(46) O\ralle Favela, José. "Derecho Procesal Civil", Ob. cit. p. 134 s. 
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dictar las JOOdidas necesarias para asegurar los bienes. Contará con la audiencia del 

Ministerio Público en los siguientes casos: a) mientras no se presenten los 

interesados, y sin contravenir lo dispuesto por el art!culo 205 del C6digo Civil. 

b) En el caso de ser una persona desconocida el autor de la sucesión. e) De ser un 

visitante o transeunte en el lugar. d} Fn el caso de haber tumores interesados. e} 

Cuando exista peligro de que se oculten o dilapiden bienes (art. 769) • ..: • 

F.n las tredidas que tOIIJ:! el juez para la conservación l47J de los bienes del 

autor de la sucesión, deberá el Ministerio Pl1blico estar presente en la diligencia 

de aseguramiento de los bienes que se hnllcn en el lugar en que se tramite el juicio 

(art. 770 C.P.C.D.F.). 

leg!ti.Jro. 

En los juicios sucesorios el Ministerio Público será el representante: 

1.- De los herederos ausentes o que no acrediten su representante legítimo. 

2.- De los herederos roonores o incapacitados que no tengan representante 

3.- De la Beneficencia Pública, en los casos de no haber herederos 

legítUoos dentro del gTado que establece la ley, y mientras no se haga el 

reconocimiento o declaraci6n de herederos (art. 779 C.P.C.D.F.). 

En las testarrentar!as, el juez una vez que haya recibido el testan?nto del 

De cujus, convocará a los interesados a una jtmta. A ~sta deberán asistir todos 

los interesados y tambii?n se citará al Ministerio Público, para que represente los 

derechos de los herederos cuyo parentezco se ignore. Los herederos que habiendo sido 

citados no asistieran, serán representados por esta Institución, cesando su 

función cuando ~stos se presenten (art. 795 C.P.C.D.F.). 

Los herederos ab intestato que sean descendientes del finado, podrán 

obtener la declaración de su derecho, cuando lo justifiquen con doctmientos l las 

partidas del Registro Civil que acrediten su relación) o con la.s pruebas que sean 

legalmente posible, as! como con la información testimonial; para que acrediten que 
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ellos o los que se designen son los 11nicos herederos. Para dicha información se 

deber§ citar al Ministerio Público, quien dentro de los tres d!as GUe sigan al de 

la diligencia debe formular su pedimento. Pudiendo dicha lnstituci6n estar de 

acuerdo con la infonnaci6n o impugnar ésta por estar incompleta la justificaci6n¡ 

se deberá dar vista a los interesados (art. 802 C.P.c.D.F. }. 

El juez sin m§s trámite podrli dictar auto haciendo la declaraci6n de 

herederos, sin que haya o no ped~nto por parte del Ministerio Público. La 

declaración que haga el juez podrá tambi6n denegar dicha declaración, con reserva 

de su derecho a los que hayan pretendido para el juicio ordinario (art. 803 

C. P.C. D.F.). 

Si la solicitud de herederos la hacen parientes colaterales dentro del 

cuarto grado, una vez que el juez recibi6 los justificantes del entroncamiento y las 

informaciones testi.Jooniales, mandará fijar avisos ~'blicos en el lugar del juicio, 

en el lugar de fallecimiento del finado, os{ ccxoo insertar los edictos en \Ul 

periódico para que se publique dos veces de diez en diez dfas; señalando la twerte 

del de cujus sin testar y nombre y grado de los que reclaman la herencia (art. 807 

C.P.c.o.F.). 

Si .ubiesen comparecido otros parientes, el juez les sei'lalará tm tármino 

no mayor de quince df:as pare que justifiquen su entroncamiento, con audiencia del 

Ministerio Pl'.lblico (art. 808 C.P.C.O.f.). 

Si se diese el caso de que hubiese dos o más aspirantes a la herencia y no 

estuviesen conformes en sus pretensiones, los impugnadores harán de demandantes y 

los impugnados harán de demandados 1 debiendo los que hagan causa común fornular sus 

pretensiones o defensas en tm misan escrito y bajo representante carún. La 

controversia substanciará incidentalmente y el Ministerio Pilblico presentará su 

pedi.Jrento en la audiencia respectiva (art. Bll C.P.C.D.f.). 

F.o el caso de que nadie hubiese presentado alegando derecho a la herencia, o 
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no lrubieren sido reconocidos los que se lrubiesen presentado, y se hubiese declarado 

heredera a la Beneficencia Pública, se entresarán a ésta los bienes, libros y 

papeles relativos a la herencia. Y los demis se archivarán con los autos del 

intestado, en un pliego cerrado y sellado, en cuya cubierta deberán rubricar el juez 

y el Ministerio Público (nrt. 834 C.P.C.D.F.). 

El que prcmJCva juicio de testa:rentaría debe presentar el testamento del 

difunto. El juez ordenará que se giren los oficios respectivos al Archivo General de 

Notadas, para que infornc si existe o no otro testmrento; el Archivo Judicial y a 

la Secretarla de Salubridad y Asistencia, para que vigilen los intereses de la 

Beneficencia Pública. Tendrá JXJr radicado el juicio y convocará a los interesados 

a una junta. 

Al µrom::iver un intestado, el denunciante debe probar el parentesco o lazo 

que lo haya unido al autor de la herencia, e indicar los nanbres y domicilios de los 

parientes en línea recta y del c6nyuge sup6rstite, o a falta de ellos, de los 

parientes colaterales dentro del cuarto grado. El juez tendrá por radicada la 

sucesión y lo notificará por cédula o por correo certificado a las personas 

sei\aladas en la denuncia del intestado¡ haciéndoles saber el nombre del finado, así 

corro la fecha y lugar de fallecimiento para que justifiquen sus derechos a la 

herencia y nombren a 1 bacea. 

En lo que se refiere a las testamentarías, (48) y en el caso del testamento 

privado, a instancia de parte legitimada (el que tuviese interés en el testrurento o 

el que hubiese recibido en él algún encargo del testador) podrá acudir ante el 

tribunal donde se haya otorgado para que pueda declararse formal el testanx?nto 

privado, ya sea que conste por escrito o de palabra en el caso del artículo 1568 del 

Código Civil. Una vez hecha la solicitud, se deberá sei\alar día y hora para 

(48) De Pina, Rafael. "Dccecho Civil Mexicano", v. 1, Ob. cit. p. 384. 
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Cxaminar a los testigos que hayan concurrido al otorgamiento (arts. 884, 885 y 886 

C.P.C.D.F.). 

Para la información se deberá citar al Ministerio Público, quien tendrá 

la obligaci6n de asistir a las declaraciones de los testigos para repreguntarles, 

con el objeto de asegurarse de su verdad (art. 886 C.P.C.D.F.). 

F.n lo que se refiere al testamento público cerrado, para su apertura los 

testigos deberán reconocer en forma separadas sus firmas y el pliego que los 

contenga. Deberá estar presente el representante del Ministerio Pt1blico (art. 877 

C.P.C.D.F.). 

Una vez cumplido lo que establece el C6digo Civil en sus artkulos 1542 y 

2547 1 el juez en presencia del notario, testi8os, el representante del Ministerio 

Público y el secretaria, deberá dar lectura al testamento, prim?ro para sí y luego 

lo hará en voz alta para los dBnás y omitirá lo que deba permanecer en secreto 

(art. 878 C.P.C.O.F.). 

A la resoluci6n que niegue la declaración solicitada, pueden apelar el 

prcxoovente o cualquier persona interesada en la disposición testmrentaria. Y a la 

que declare ~.er formal el testmrento, puede apelar el Ministerio Público. 

En lo que corresponde a los demás casos c¡_ue establece el Código de 

Procedimientos Civiles para el Distrito Federal (trmnitación hereditaria del 

patrimonio familiar, tramitación por notarios, declaración de ser formal el 

testam?nto ológrafo, el testamento militar, el testarrento marítimo, el testamento 

hecho en vars extranjero) no da intervención al Ministerio Público. 

Poderoos concluír que el Ministerio Pu"blico en los juicios sucesorios, 

tiene coro función esencial la de representar a incapaces, menores, ausentes y en 

forma especial a la Beneficencia Pública; para lo cual esta Institución adopta en 

estos juicios la posición de vigilante. En ocasiones podría pensarse que su 

intervención es recargada o exagerada, pero es necesario que sea de este nodo ya que 
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le corresponde exigir la debida canprobaci6n de los lazos del parentesco de quienes 

pretendan ser herederos legítimos, en caso de no canprobar dichos lazos seda por 

ley la Beneficencia Pública la beneficiaria, de la cual el Ministerio P6blico es su 

representante en la tramitaci6n. 
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lQ!BRAMl'.ENl'O DE 'l11l'ORES 

y CllllADORES 

Antes de seiialar caro intetviene el Ministetio Público en el nanbrami.ento 

de tutores y curadores, es conveniente ttl?ncionar algunos conceptos sobre la tutela. 

Se puede definir ~sta, cano 11 
••• una instituci6n supletoria de la patria potestad, 

nediante la cual se provee a la represcntaci6n, a la protecci6n, a la asistencia, 

el ccmplemento de los que no son suficientes para gobernar su persona y derecho por 

sí mismos, para regir, en fin, su actividad jurídica. Es, por lo tanto, 

institución que hay que colocar dentro del ámbito del derecho de familia11
• 

El objeto de la tutela es la guarda (49) de la persona y bienes de los que 

no estando sujetos a patria potestad tienen incapacidad natural y legal, o solamente 

la segunda, para gobernarse por sí mismos. La tutela puede tener por objeto la 

representaci6n interina del incapaz en los casos especiales que sei'lale la ley. 

Las personas que se encuentran sujetas a tutela, de acuerdo con el C6digo 

Civil para el Distrito Federal son: a) los m:mores de edad¡ b) las mayores de edad 

privados de la inteligencia por locura, idiotism:> o imbecilidad, aunque tengan 

intervalos de .i.ucidez; e) los sordooaidos que no sepan leer ni escribir; d) los ebrios 

consuetudinarios y los que habitualmente hagan uso de drogas o enervantes. 

Existen tres clases de tutela: a) la testmrentaria, es la que debe 

desempei'!.ar la persona designada por el últi.m'.> ascendiente incapaz, que debe 

contenerse en el test81Il?nto. b) La legítima, es la conferida por la ley. La tutela 

legítima puede recaer sobre los amores, los derrentes 1 idiotas, ~ciles, 

sordanudos, ebrios consuetudinarios, personas que babi talmente hagan uso de drogas 

(49) De Pina, Rafael. 11Derecho Civil Mexicano", V. I. Ob. cit. pp. 384, 386, 387, 388 

y 390. 
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enervantes, sobre los rmnores abandonados los acogidos por una persona o 

depositados en alg(in establecimiento de beneficencia. e) La dativa, tiene lugar 

cuando no hay tutor testamentario ni leg{timo, o cuando el tutor testamentario está 

temporalm:mte impedido para ejercer su cargo y no hay pariente colateral dentro del 

cuarto grado. 

El organiSIOO tutelar (SO) mexicano está integrado por el tutor, el curador 

(o protutor), el juez de lo familiar, y el Consejo Local de Tutelas. 

El Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal establece la 

tramitación, a trave§ de la jurisdicción voluntaria, de cualquier petición en los 

que sin existir litigio entre partes, se r1?c¡uiera la intervenci6n de un órgano 

judicial (art. 893). Dicho c6dit;o, en su título d~ci.too quinto establece las 

materias que comprende la jurisdicción voluntaria, y son: 

t. Disposiciones generales. 

II. Del nanbramiento de tutores y curadores y discernimiento de estos 

cargos. 

III. De la enajenación de bienes de menores o incapacitados y transacción 

acerca de sus derechos. 

IV. Adopción. 

V. Informaciones ad perpeturun. 

VI. Apeo y des 1 inde. 

VII. Disposiciones relativas a otros actos de jurisdicción voluntaria. 

A travás del procedimiento de jurisdicción voluntaria, se realiza la 

tramitaci6n del nombramiento de tutores y curadores. 

Ninguna tutela puede conferirse sin que previamente se declare el estado de 

minoridad o de incapacidad de la persona que va a quedar sujeta a ella (art. 902 

C.P.C.D.F.). Están facultados para pedir la declaración de estado de minoridad o 

demencia: a) el propio menor si ha cunplido dieciseis aBos¡ b) su c6nyuse¡ c) sus 

presuntos herederos lesítirros ¡ d) el albacea; e) el Ministerio Público. 

(50) De Pina, Rafael. "Derecho Civil Mexicano", v. I. Ob. cit. pp. 384, 386, 387. 
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Si la petición de declaraci6n de minoridad se accmpai'ia a la certificación 

del Registro Civil, el juez: deberá de declararla de imnediato 1 sin más trámite. 

En caso de que no sea así 1 se deberá de citar a una audiencia dentro del 

tercer d!a, a la que deberá concurrir el menor si fuere posible y el Ministerio 

Pu'"blico. En dicha a~iencia, con o sin asistencia de éste y por las certificaciones 

del Resistro Civil si hasta el nr.mento de la audiencia se presentaran. Ya por el 

aspecto del ircnor y a falta de dichas certificaciones, por medio de informaci6n de 

testigos, se hará o se denegará la declaraci6n de minoridad (art. 903 C.P.C.D.F.). 

En el caso de la petición de declaración de incapacidad por causa de 

demencia, ~sta presenta llll doble trámite. Primero, si los interesados están de 

acuerdo y se han practicado dos exlirrencs tmdicos realiza.dos en fochas distintas y 

por diferentes especialistas que confirm:m el estado de dcm:mcia, la declaraci6n 

puede ser fonoolada por el juez en jurisdicci6n voluntaria. F.n el caso de que exista 

oposición por parte del tutor del presunto incapacitado o del Ministerio Nblico, 

la declaración s6lo podrá ser hecha una vez que se realice un juicio ordinario 

contencioso en el cual se dé oportunidad de defenderse al presunto incapacitado, 

tanto por sí mismo cam por rtedio de un tutor interino. 

En el procedimiento de jurisdicci6n voluntaria, la petici6n de 

interdicción debe acanpai'tarsc por el certificado de 1..Dl rredico o del inforne 

fidedigno de la persona que auxilia al presunto incapacitado o de algún otro rtedio 

de convicci6n. Recibida la petición, el juez ordenará un primer exaoen del 

presunto incapacitado por los tOOdicos que aquél nanbre. quienes deben ser de 

preferencia alienistas. Este E!XllI51 deberii hacerse en presencia del juez, con 

citaci6n del solicitante y del Ministerio Público. El presunto incapacitado tendrá 

derecho a ser oído en la audiencia; si en el exmoon pericial resulta canprobada la 

incapacidad o se pone en duda la capacidad de la persona sujeta al procedimiento, el 

juez debe dictar las siguientes uedidas: l) nanbrarle tutor o curador interinos, 
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dentro de las personas que indica el inciso 11a" de la fC'acci6n III del artículo 904 

del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal; 2) poner los bienes 

del presunto incapacitado bajo la administración del tutor interino¡ 3) proveor 

legalrrente de la patria· potestad o tutela a las personas que tuviesen bajo su guarda 

al presunto incapacitado. 

Una vez dictadas estas nedidas 1 las cuales pueden ser recurridas en 

apelación, el juez ordenará un segundo exruren del prestmto incapacitado por otros 

m~dicos tambitln nombrados por 61 1 y preferenterrcnte alienistas. Si hubiere 

discrepancia entre el nuevo dictancn pericial y el anterior, el juez llamarli a los 

peri tos a una junta de avenencia y, si no logra superar las discrepancias, nombrará 

lD1 perito tercero en discordia. Citará a una audiencia en le que, si hubiese acuerdo 

entre el solicitante, el tutor y el Ministerio Público, dictará resolución (art. 

904 fracción V, C.P.C.D.F.). Si en la audiencia hubiese oposici6n del tutor 

interino o del Ministerio Público, la declaración del tutor interino o del 

Ministerio Píiblico, la declaración de incapacidad no podrá ser hecha en el 

procedimiento de jurisdicción voluntaria, sino en juicio ordinario contencioso, 

el cual subsistirán las medidas decretadas en el procedimiento anterior, dando 

oportunidad al presunto incapacitado de defenderse independienteroonte de la 

reprcsentaci6n atribuído al tutor interino. F.n todo caso, la prueba de la 

incapacidad deberá apoyarse en la certificación de tres m6dicos por lo menos, 

preferentcuente alienistas del servicio m6dico legal o de instituciones rredicas 

oficiales. Una vez ctue la sentencia dictada en el juicio ordinario, en la cual se 

declare la incapacidad, haya adquirido firmeza, se procederá a nombrar y discernir 

el cargo de tutor definitivo confonre a la leyes (art. 905 fracción V, C.P.C.D.F.). 

F.n los casos de declaraci6n de minoridad o de incapacidad por derrcncia 1 el 

tutor debe aceptar el cargo previmoonte y prestar las garantfas exigidas por el 

C6digo Civil (art. 906 C.P.C.D.F.). El juez puede negar el discernimiento del cargo, 



78 

cunndo el tutor nanbrado no rellna los requisitos legales y proceder el nombramiento 

de .Jtro, en los tlirnri.nos previstos en el C6digo Civil (art. 908 c.P.c.n.F.). 

En los juzgados de lo familiar, (51) el juez bajo su responsabilidad y 

cuidado y con disposición del Consejo de Tutelas, deber.1 llevar Wl registro en el 

que se inscribirá un testimonio simple de todos los discernimientos que se hicieren 

de tos cargos de tutor y curador (art. 909 C.P.C.D.F.). 

Este registro deberá examinarse dentro de los ocho primeros dios de cada 

ai'1.o, en ~a audiencia puOlica, en donde deberán citarse al Consejo de Tutelas y al 

Ministerio Público; en su vista podrán dictarse las siguientes medidas: 1.- Si ha 

fallecido el tutor, éste deberá ser reemplazado. 2.- Si hubiese alguna cantidad 

depositada para un fin detr.rminado, se estará a lo dispuesto por el Código Civil. 

3.- Se exigirá que los tutores que deban rendir cuentas lo hagan. 4 .- Obligar a los 

tutores a depositar en el establecimiento público destinado para ello, los 

excedentes de las rentas o de los productos del caudal de los rrenores, después de 

cubiertas las sunas señaladas por los artículos 538, 539 y 56'. del Código Civil y 

haber pagado el tanto por ciento de la achninistraci6n. 5.- Si los jueces lo creyeren 

conveniente, decretarl'in el depósito cuando se presenten dificultades insuperables 

para el if'lllll.diato cunplimiento de los artículos 557 y 558 del Codigo Civil. 6.- Se 

pedirán los resultados en los cuales se haye la tutela y se adoptarán las nedidas 

para evitar abusos y remediar los que se hayan corretido. 

F.n caso de haber algún impedimento, separación o excusa del curador 

propietario se nombrar.1 a un interino. Una vez resuelto el problema, si es necesario 

se nombrará un nuevo curador. 

Sobre la rendici6n y aprobación de las cuentas de los tutores, que deban 

rendir cada &10 en el mes de enero, sobre su aprobación pueden apelar; el Ministerio 

(51) Ovalle Favela, José. "Derecho Procesal Civil", Oh. cit. ppa. 349 1 350 y 351. 
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ESTA 
SAUR 

TESIS 
DE LA 

NO DEBE 
BIBLIOTECA 

Público, los demás interesados y el curndor si hizo observaciones. Del auto de 

desaprobaci6n pueden apelar: el tutor, el curador y el Ministerio Píiblico. En el 

caso de que se objetaran de falsas algunas partidas se substanciará el incidente por 

cuerda separada; entendi~ndose la audiencia con los objetantes, el Ministerio 

Público y el tutor (art. 912 C.P.c.n.r.). 

Cuando en el examen que se hiciere de la.s cuentas resultare algún motivo 

para sospechar dolo, fraude o culpa lata en el tutor, se iniciara a petici6n de 

parte o del Ministerio Público, un juicio de separaci6n que se hará en forma 

contenciosa. Si en los inicios del juicio se confirmaran las sospechas, se procederá 

a nombrar un tutor interino, quedando en suspenso el tutor propietario (art. 913 

C.P.C.O.F.). 
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EW.mW:IOO DE LOS BllNES DE 

l1lliORES O INCAPAClTMXlS Y 

TRANSAD::lOO AOl!CA DE SUS 

DEl!IDIJS. 

Mediante este procedimiento (52) los que ejerzan la patria potestad o la 

tutela pueden obtener la autorización judicial necesaria, para que vendan o puedan 

gravar deterntinados bienes pertenecientes a tumores o transigir sobre sus derechos. 

El C6digo de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal establece en su 

artículo 915 1 que es necesaria la licencia judicial para la venta de los bienes que 

pertenezcan exclusivarrente a rrenores o incnpacitados 1 siempre y cuando sean de las 

siguientes clases: lo. bienes raíces¡ 2o. derechos reales sobre irmiuebles; Jo. 

alhajas y muebles preciosos; y 4o. acciones de canpañ!as industriales y ncrcantiles, 

cuyo valor exceda de cinco mil pesos. 

Para poder decretarse la venta de bienes, es necesario que al hacerse la 

solicitud se exprese el tIJJtivo de la enajenaci6n y el objeto a que debe aplicarse la 

suna que se obtenga, debiendo justificarse la absoluta. necesidad o la evidente 

utilidad de a enajenaci6n. Si el tutor es quien solicita la venta., al hacer la 

promoci6n debe proponer las bases del remate en cuanto a la cantidad que deba darse 

de contado, el plazo, el inter~s y garantías de remate. La solititud del tutor se 

substanciará en forma de incidente con el curador y el Ministerio Pííblico; la 

sentencia que se dictare es apelable en ambos efectos. Los peritos que se designen 

para hacer el aval1lo serán ncmbrados por el juez (art. 916 C.P.C.D.F.). 

Cabe señalar que deben ser tomadas en cuenta las disposiciones contenidas en 

los artículos 436 y 437 del C6digo Civil, que contienen las reglas restrictivas 

(52) Ovalle Favela, José. "Derecho Procesal Civil", Ob. cit. p. 351. 
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respecto a la enajenaci6n y a los gravámenes que podrán imponeC'se por quienes 

ejerzan la patria potestad sobre los bienes que pertenezcan a sus hijos, también 

deberá solicitar la autorizaci6n el tutor respecto de los bienes de sus pupilos. 

Quienes ejerzan la patria potestad necesitan la autorización judicial para 

vernier o gravar bienes inmuebles de los hijos o consentir en la extinci6n de sus 

derechos¡ y vender rrucbles preciosos de éstos. El incidente se substanciará con el 

Ministerio Público y el tutor especial que para el efecto nanbre el juez desde las 

prilreras diligencias. 

Los tutores requieren autorizaci6n judicial para vender derechos reales 

sobre irmuebles, vender alhajas, vender acciones de sociedades mercantiles, as! como 

para poder recibir dinero prestado en nanbre del ttEnor o del incapacitado (arts. 917 

C.P.C.O.F.). 

El artículo 922 del c6digo citado, establece que el mimoo procedimiento 

judicial deberán seguir los interesados para poder gravar y enajenar bienes de 

ausentes, así caoo la transacci6n y arrendamiento por m1s de cinco ai'l:os de bienes 

de ausentes e incapacitados. 

Se puede concluir que se debe oír al Ministerio Pu"blico en la solicitud 

pranovida en jurisdicci6!1 voluntaria, por los padres o tutores, cuando se refiera a 

los bienes o derechos de uenores o incapacitados por ser éstos de interés p(iblico. 

Evitando con ésto, que quienes ejerzan la patria potestad o la tutela puedan 

lesionar los bienes o los derechos de quienes están bajo su cuidado (los UE:nores e 

incapacitados). 
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ADOl'Clal 

11 La adopción es un acto jurídico que crea, (53) entre el adoptante y el 

ado¡>tado, un v{nculo de parentesco civil del que se deriven relaciones análo&as 

(aunque no idénticas) a las que resultan de la paternidad y filiación legitimas". 

La forma de la adopción la establece el C6digo de Procedimientos Civiles 

tJ8t8 el Distrito Federal en sus artículos 923 al 926, figurando por lo tanto, entre 

los actos de jurisdicci6n voluntaria. 

Medilll1te este procedimiento especial de jurisdicción voluntaria, la persono 

que pretenda adoptar a otra, debe de deaostrar ante el juez de lo familiar que reúne 

los ree¡,uisitos que establecen los artículos 390 y 391, as{ ccxm con el 

consentimiento de las personas que establece el artículo 397, del C6dit;o Civil para 

el Distrito Federal. 

Los requisitos que debe retmir el adoptante, son en general: 

l.- Ser mayor de 25 arios de edad, y en todo caso, tener 17 ai\os más que el 

adoptado. 

2.- Encontrarse en pleno ejercicio de sus derechos. 

3.- Estar libre de matriloonio, o en caso contrario, contar con el 

consentimiento del c6n)'U&e, para que sea también adoptante. 

4.- Contar con credios (ccon6micos) bastantes para procurar la subsistencia y 

la educaci6n del renor o el cuidado y subsistencia del incapacitado. 

5.- Ser de buenas costunbres. 

La persona que solicita la adopci6n debe de deroostrar, que la adopción que 

pretende resultará benHica para la persona que trata de adoptar. 

Las personas que, en su caso, deben otorgar su consentimiento para la 

adopci6n son: 

(53) O\Talle Favela, José. "Derecho Procesal Civil", Ob. cit. p. 277. 
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a) Los que ejerzan la patria potestad sobre el nmor que trata de adoptarse. 

b) El tutor del menor o del incapacitado. 

e) La persona que haya acogido durante seis mses al rrenor y lo trate cooio a 

un hijo, aunque no hubiese ejercido la patria potestad ni la tutela. 

d) El Ministerio P6.blico del dc:micilio del adoptado, cuando éste no tenga 

padres conocidos, ni tutor, ni persona que ostensiblemente le haya dado su 

protección y lo trate cocoo hijo. 

e) El propio trenor, si tiene más de 15 ai'los. 

Las personas que pueden ser adoptadas son: los menores y los incapacita dos 

(éstos aunque sean mayores de edad). 

'En la prcxroci6n inicial que haga el solicitante, deberá contener el ncmbre 

y edad del menor o incapacitado, así cano el ncxnbre y domicilio de quienes ejerzan 

sobre él la patria potestad o la tutela, o en su caso, deberá sei'lalarse las 

personas o la institución pública que lo hayan acogido. Debe de accmpafiarse a la 

prorooci6n, certificado médico de buena salud y, en el caso de que el nenor 

hubiese sido acogido por una institución p1'.1blica, deberá presentarse una 

constancia del tiempo de la exposición o abandono para los fines que establece el 

articulo 444, fracción IV del Código Civil. El juez de lo familiar puede decretar 

el depósito del UEnor con el permiso del adoptante, si aún no trubiese transcurrido 

el plazo anterior, por el tiempo restante, o si el rrenor no tuviese padres conocidos 

ni hubiese sido acogido por una institución pública alguna, por todo el período de 

seis ueses (art. 923 C.P.C.D.F.). 

F.n el caso de que el tutor o el Ministerio Público no den su consentimiento 

en la adopción, deberán expresar la causa en que se funden, la cual calificará el 

juez tanado en cuenta los intereses del uenor o del incapacitado (art. 398 c.c.o.F.). 

Una vez que han sido rendidas las justificaciones requeridas por el artkulo 

923 del C6di&o de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, así can:> 
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obtenido el consentimiento de las personas que deban darlo conforme a los artículos 

397 y 398 del Código Civil, el juez de lo familiar resolverá dentro del tercer día 

lo que proceda sobre la adopción. 

El maestro José Ovalle Favela nos dice, que cuando la resolución judicial 

otorgue o conceda la adopci6n, adquiere lo que Fix Zarnudio llama "estado 

preclusivo", por el hecho de haberse resuelto la apelación interpuesta y, en su 

caso, el amparo o por no haberse interpuesto el recurso. El juez de lo familiar 

deberá remitir copias certificadas de las diligencias relativas a la adopci6n al 

juez del Registro Civil, para liue levante el acta de adopción correspondiente (art. 

401 C.C.D.F.). 

El adoptante y el adoptado pueden pedir la revocación de la adopción, para 

lo cual el juez lo citará a Wla audiencia vcC"b.!11 para dentro de los tres días 

siguiente, en la que se resolverá de acuerdo y corro lo establece el artículo 407 

del C6digo Civil. 

Si el adoptado fuere menor de edad, para poder resolver sobre la revocación 

se deberá oír previmrente a las personas que otorgaron su consentimiento confornc 

al artículo 397 del Código Civil, cuando fuere conocido su dcmicilio, o en su caso 

se oirá al .-linisterio PuDlico y al Consejo de Tutelas (art. 925 C.P.C.D.F.). 

La adopci6n es una instituci6n generosa, ya que petmite que U1.1chos nii\os 

abandonados encuentren protección dentro de familia honesta, siempre que el 

otorgamiento se realice con las debidas garantías legales. Interviniendo el 

Ministerio Público en ~sta, con el fin de que el adoptado tenga todos los 

beneficios y no resulten afectados los derechos que la ley le otorga, protegil?ndolo 

de abusos o malos tratos que pueda sufrir en un momento dado, por parte de la persona 

o personas que pretendan adoptarlo. 
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La actividad del Ministerio Público 1 cocoo ha quedado plasmada en los 

capítulos anteriores es de vital importancia en el procedimiento civil ya que su 

interés princil!8'1 es de tipo proteccionista, tal y corro se encuentra establecido en 

el C6digo Civil, en el C6digo de Procedimientos Civiles y la Ley Orgánica de la 

Procuradurfo General de Justicia todos éstos del Distrito Federal. ya que éstos 

ordenamientos le dan las siguientes atribuciones: 

a).- lntervcnci6n en los juicios en los que sean parte los menores 

incapaces y los relativos a la familia, el estado civil de las personas, sucesorios y 

todos aqu~llos en que por disposici6n legal sea parte o deba darse vista al 

Ministerio Público. 

b).- Concurrir e intervenir en las diligencias y audiencias que se 

practiquen en los Juzgados y Salas Familiares y Civiles de su adscripci6n as{ COlII> 

desahogar las vistas que se les den. 

c) .- FotlTJ.llar y presentar los pedím:?ntos procedentes dentro de los 

términos legales e interponer los recursos legales que procedan. Vigilar la debida 

aplicación de la ley en los asuntos de materia civil y familiar en los casos en que 

la ley lo disponga expresQIIl?nte. 

d).- Estudiar los expedientes de los juicios familiares y civiles en los 

que se dé vista por estimar que existen hechos que pueden constituir delito, 

promover lo procedente e informar sobre el particular al Subprocurador de Control de 

Procesos expresando su opinión fundada y rrotivada. 

e).- Defender a los incapaces no sujetos a patria potestad o tutela así 

como hacer del conocimiento del Subprocurador de Control de Procesos, en los casos en 

que el Ministerio Público adscrito a Juzeados y Salas del Rruoo Civil y Familiar 

actóen indebid~nte. 

Pero ésta actividad tan importante que tiene el Ministerio Ptlblico no 

es tan activa en el proceso, ya c¡ue no interviene ccxoo debe ser, o sea que su 
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participación tiene que ser tcxnada m.1s en cuenta por el Juzgador ya que en nuchas 

ocasiones el Ministerio Público formula sus pedimentos y es{ como sus 

requerimientos para que las partes en el proceso den cabal cumplimiento a lo 

solicitado por dicha Representación Social pero muchas ocasiones dichos 

pedimentos o requerimientos se quedan sin ser desahogados, ya que el Juez haciendo a 

un lado la importancia de los ped~ntos realizados por el Ministerio Público dicta 

sus resoluciones y aqu! en vez de que el Ministerio Póblico cocoo lo seí'iala la ley 

interponga los recursos necesarios para la protccci6n de los menores no lo hace, 

incurriendo cm una falta grave, pero como no hny personas que vigilen de cerca la 

intervenci6n de dicha Representaci6n Social dentro del procedimiento éstas faltas 

graves u omisiones se quedan en beneficio de la parte que obtuvo la sentencia 

favorable a sus intereses. 

Es por eso que siento que se debe exigir más al Ministerio Pablico en 

cuanto a su participación dentro de los procesos civiles y familiares, toda vez que 

en la práctica nos percatamos del poco interés que le da, a dichos procesos, en tal 

virtud creo que para subsanar dicho problema el Procurador o el propio Director que 

tiene a cargo el buen desempei\o de la Representación Social, pidan a los C. Agentes 

del Ministet > Piíblico que se encuentran a su cargo una relación detallada de qu6 

asuntos se encuentran en trámite, la intervención que han tenido, las pláticas o 

juntas que han tenido con el Juzgador p.:irn poder solucionar los asuntos que están a 

su cargo, así ccxro que cada nes les infamen los avances que han tenido en los 

procesos, porque corro lo he manifestado con anterioridad su participación deja mucho 

que desear dentro del proceso y en caso de que los Agentes del Ministerio Público no 

cuuplieran con lo anteriormente manifestado se hicieran acreedores a sanciones de 

carácter disciplinario hasta la separación de su cargo para que con esto se 
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termine con la apatía con que act(ian, y darle la importancia que tiene la 

lnstituci6n que representan y as{ cono dar cabal cunpli.miento a la ley. 
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CORCLUSIORES 



- 69 -

PRIMERA.- Los primeros antecedentes del Ministerio Nblico los 

encontramos en las culturas griega y romana con las figuras del Arconte, y los 

Irenarcas, quienes eran los encargados de representar a los agraviados u ofendidos en 

a qué 1 la época. 

SEGUNDA.- Como consecuencia de la llegada de los peninsulares españoles a 

nuestro país, éstos establecieron en la Colonia diversas Instituciones-entre las 

que destaca la Instituci6n del Ministerio Ptlblico. 

TERCERA.- Nuestro sistema legal adoptó la figura del Ministerio Pablico 

tomnndo del sistema legal francés la- unidad y la indivisibilidad del español se 

torró el pediDl'.!nto, o sea las conclusiones y del nuestro la preparación de la 

acci6n pena l. 

OJARTA.- A partir de 1917 que entra en vigor nuestra actual Constituci6n 

Política, la innovación que en forma notable hizo el Constituyente de Querétaro, 

fué la del art!culo 21, ya que le otorgó la facultad exclusiva al Ministerio 

Píiblico, caro el órgano de autoridad en el Derecho Positivo Mexicano, caoo 

instituci6n jurídica pnra investigar 1 perseguir acusar al presunto responsable: 

del delito, auxiliándolc a éste la policía judicial. 

QUINI'A.- El Ministerio Público encuentra su fundmrento legal en el 

artículo 21 Constitucional, donde se dá la facultad de perseguir los delitos, por 

lo que en tal virtud es necesario hacer una reforma a dicho artículo, para que 

también constitucionalm:?nte se le d6 la intcrvenci6n en et proceso civil, ya que 

en la actualidad, la Instituci6n del Ministerio Público en el proceso civil, no se 

encuentra fundrurcntada en ningún articulo constitucional, sino en leyes ordinarias. 

SEXTA.- El Ministerio Público interviene en las distintas ramas del 

derecho, destacándose su actuaci6n en el proceso penal. En los juicios civiles 

desempeiia una importante función social, ya que en 1fotos se involucran intereses de 
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carácter privado actuando no s61o como representante y defensor del interés 

público, sino tambit1n, se encarga de velar por los intereses de los particulares. 

De aqu611os que por alguna circunstancia no est.1n en posibilidad de defenderse por 

s! miSTOOs como son los ausentes, los rrenores y desválidos; protegiendo tanto los 

intereses colectivos coroo los individuales, ya que se pueden involucrar al mist00 

tiempo los intereses privados con los de la sociedad y del Estado. Pudiendo 

intervenir en los procesos civiles como actor, como representante, como denunciante 

público y Cc:mJ opinante social. 

SEPTlMA.- El Ministerio Público en su carácter de representante de la 

sociedad, no tiene derecho para pedir amparo, ya que las garantías individuales que 

consagra nuestra Carta Na.¡;na, son propias de los individuos y en consecuencia, no 

puede tener derechos particulares lesionndos y por lo mism:J, garantías violadas. 

OCfAVA.- El Ministerio Público en los juicios familiares, es donde 

tiene mayor participación legal, tal y caoo se encuentra plasmBdo en el Código 

Civil y C6di&o de Procedimientos Civiles, mnbos para el Distrito Federal, ya que su 

ftmci6n 1 < la de representar los intereses de la sociedad, así como de vigilar los 

intereses de los menores, incapacitados, ausentes, es por eso que desde mi particular 

punto de vista se les debería de exigir más a los agentes del Ministerio Público 

su intervención dentro del proceso civil y familiar. 

NOVENA.- La trascendencia jurídica que llegarla a acarrear la reforma a 

la Constitución y que propongo se realice!, serla la de darle al Ministerio 

Público dentro del proceso civil y fmni liar, la calidad que tiene COlOO parte dentro 

del proceso pena l. 
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DF.CIMA.- Es erróneo que al Ministerio Pablico se le dé el carácter de 

demandado puesto que va en contra de su naturaleza, ya que su funci6n es la de velar 

por los intereses sociales y estatales, actuando como representante social. Uno de 

los principios que rigen a ~sa Institución es la de irresponsabilidad, con motivo 

de su actividad no puede atribuírsele la comisi6n de un delito por ser una 

Institución de buena fé. Lo que no significa que sus agentes sean responsables de 

actos u anisiones que lesionen intereses públicos o privados. 

DECIMA PRIMERA.- Considero que seda bcn~fico que el Ministerio 

Público, al igual que en el juicio de divorcio voluntario interviniese como parte en 

el divorcio necesario, con el fin de proteger lo::i derechos de los hijos rrenores o 

incapacitados por ser ~stos sujetos del inter6s social. 

DECIMA SEGUNDA.- El Ministerio Ptlblico en los juicios sucesorios tiene 

como función esencial la de representar a incapacitados, rrenores, ausentes y en 

forma. especial a la Beneficiencia Pública¡ para lo cual ~sta Institución adopta en 

éstos juicios la posición de vigilante, ya que le corresponde exigir la debida 

comprobación de los lazos de parentesco de quienes pretenden ser herederos 

legítiioos • sin que su intervención deba ser recargada o exagerada, lo que 

retardaría el proceso en forma innecesaria. 

DECIMA TERCERA.- Fn el proceso civil el Ministerio Público también 

podrá intervenir dentro de él a solicitud de alguna de las partes o del propio Juez 

cuando exista la presunción de algún delito. 
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